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EL VIEJO SOY YO MÁS TIEMPO

Ya somos más los mayores de 75 años 
que los menores de 25. Yo ya camino 
hacia los 86 y cada día me “encuentro” 
con más personas de 80. Y ayer una 
señora muy en forma, en la piscina de mi 
urbanización con 91 cumplidos. Vamos a 
hacer una serie bien documentada sobre 
estos temas y sobre los que puedo ir 
dando testimonio personal o de amigos 
de mis amigos. Pienso que este quehacer 
periodístico o no está bien tratado, viejo 
no es igual a inservible, acabado. O 
escriben sobre el tema como una 
enfermedad o decadencia o los animan a 
ayudar en centros de acogida para 
personas dependientes; pero no sólo eso, 
sino que tenemos que sensibilizar a la 
opinión pública, a familias, a personas 
mayores, a docentes y a políticos. 
Estamos ante un desafío muy importante 
y que, en muchos casos, todavía “trata-
mos” como en nuestros tiempos se 
“hablaba”, cuando no había más remedio, 
de la sífilis y de otras venéreas, tubercu-
losos, homosexuales, divorciados, 
amancebados, sexo, pobreza, haber 
estado en la cárcel, o embarazos no 
deseados, o vivir en pareja plena y 
responsablemente y si algún día quieren 
formalizar la relación por niños o por 
cuestiones de trabajo, enfermedad pues 
lo hacían en el ayuntamiento sin 
mayores bendiciones que las de sus 
amigos. Recordemos que en España ya 
hay más matrimonios civiles que 
religiosos. Y que ni la Iglesia ni nadie 
pueden “casar” a nadie, sólo actuar de 
testigos porque los “Ministros” son los 
cónyuges (¡unidos por yugo!)

Así nacieron hace décadas Solidarios para 
el Desarrollo, Vivienda compartida, 
“Convive”, ayudar a personas sin hogar, 
cuidar entonces a enfermos de SIDA, a 
inmigrantes, a personas mayores que 
viven solas, a aliviar el trabajo continuo 
de cuidadores de Centros como Don 
Orione o Cottolengo, la correcta actitud 

ante personas de otras etnias o tradiciones religiosas e implicar a los universitarios 
en todas estas tareas.

Es preciso afrontar el envejecimiento de la población al tiempo que avanza la 
explosión demográfica. Quiero compartir esta reflexión sobre un libro y la actividad 
de muchas personas que trabajan en este campo y quizás  ignoradas. No tenemos 
que descubrir ni inventar nada… sólo “caer en la cuenta” y arrimar el hombro 
además de ser coherentes con nuestra profesión: el periodismo auténtico y adapta-
do a los medios de comunicación actuales. Seremos como una gota de agua, pero, 
sin ella, el océano la echaría de menos.

Comentad esto con familiares y amigos… ya veréis que “el final” lo llevamos 
dentro y que sólo es cuestión de eso que no existe, el tiempo, pero que ¡lo vamos 
haciendo!

Y siempre será preferible vivir con dignidad y recordar que las grandes conquistas 
de la humanidad se hicieron realidad porque alguien las soñó primero, y pusieron 
los medios y arrimaron el hombro. No nos olvidemos de que siempre necesitamos a 
alguien que nos necesite. Todos llevamos a un viejo adentro. O con palabras de 
Galeano, “Un niño que despierta dentro de un cuerpo viejo y se pregunta ¿qué ha 
pasado”?

Una sociedad que pretende negar su propio envejecimiento, es porque no advierte 
el futuro.”Vivir 100 años”  nos plantea el error de asociar vejez a enfermedad; nos 
recuerda el riesgo de padecer una caída, estrategias para conservar la memoria o 
factores a tener en cuenta para llevar a un adulto mayor a un “geriátrico”. El doctor 
Presman asegura que se puede vivir cien años “pero no de soledad sino de compa-
ñía”. Porque la longevidad es un logro colectivo antes que individual. Si bien los 
avances científicos han logrado prolongar la existencia, nos seguimos interpelando 
con preguntas sin respuestas: Presman resume el testimonio de miles de pacientes 
adultos mayores, que permitieron al autor ser un escuchante privilegiado de sus 
historias y aprender cuál es la sabiduría de vivir. Aprendió que la literatura puede 
decir lo que la ciencia calla o no ve. Después de Letra de médico I y II, Vivir 100 
años continúa tras la utopía de unir ciencia y arte, razón y pasión, cuerpo y alma. 
Carlos Presman, nació en Córdoba, Argentina, en 1961. Doctor y especialista en 
Medicina Interna y Terapia Intensiva. Docente de la Universidad de Córdoba en 
Clínica Médica del Hospital de Clínicas.

Hasta aquí la reseña de la lectura que me cautivó al cien por cien, ya que de ese 
guarismo simbólico hablamos. Debo confesar algo que puede tener su “explicación” 
físico-psicológica: Hace más de veinte años que este libro me llegó dedicado por su 
hija Clara, una de las participantes en el Taller de Periodismo que impartí durante 
20 años en la Universidad Complutense de Madrid, entre periodistas.

El libro lo he tenido presente moviéndolo de un lado para otro en mi Estudio… 
porque quería dedicarle un “tiempo cariológico” o porque temía las posibles 
resoluciones que tendría que tomar como adulto mayor que ha superado los 85 
años y que continúa sintiéndose acogedor para los demás, y contento consigo 
mismo adaptándose a las circunstancias propias de la edad, pero sólo en parte, 
porque hay  muchos terrenos que labrar, sembrar, regar y cuidar para compartir 
como quehacer, (dafare), una tarea  y no un “trabajo” (de tripalium, instrumento de 
tortura romano).
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Síndrome de vida de mierda

Me gusta ver documentales sobre diversos temas, sin buscarlo, me encontré 

en YouTube, con el documental titulado “Pobreza en Reino Unido - Los olvidados 

de la Corona”. [En línea. Consulta: 20/08/2023. Disponible en: https://www.youtu           

be.com/watch?v=zX25ohHFhRM]

Sin bien es cierto, que en todos los países hay pobreza, jamás me imagine el 

grado de esta en el Reino Unido, tomando en consideración que es una de las 10 

economías más importantes en la tierra.

Los números solo reflejan eso, números o estadísticas. Pero en el vídeo se ven 

personas con nombre y apellido, que reclaman el apoyo solidario de su gobierno.

Sin embargo, algunos medios sostienen lo contrario:

El PIB per cápita es un muy buen indicador del nivel de vida y en el caso de Reino Unido, en 

2022, fue de 43.434 € euros, por lo que se encuentra en el puesto 25 de los 196 países del 

ranking de PIB per cápita.

En cuanto al Índice de Desarrollo Humano o IDH, que elabora las Naciones Unidas para 

medir el progreso de un país y que en definitiva nos muestra el nivel de vida de sus 

habitantes, indica que los británicos tienen una buena calidad de vida. [En línea. Consulta: 

19/08/2023. Disponible en: https://datosmacro.expansion.com/paises/uk]

En el documental en comento, se hace referencia a comedores comunitarios, 

pero de iniciativa privada. Por ejemplo, una persona que vende pizzas les pide a 

sus clientes a pagar otra pizza más, para regalarla uno do veces a la semana, a la 

gente que necesita comer. Ha sido todo un éxito.

El mismo dueño de esta pizzería ha comprado un autobús que lo acondicionará 

para que puedan dormir gente sin hogar, obviamente que será ambulante.

En otra comunidad, se han organizado para brindar transporte a bajo precio, 

los que prestan el servicio no reciben ninguna paga. El precio que se cobra es para 

la gasolina y mantenimiento.

Es de resaltar, que se expone una consulta médica, dónde el médico que 

atiende a una paciente dice que solo puede estar con un derechohabiente, tan 

solo diez minutos por reglamento.

La pobreza ha traído consigo muchos vicios y otras enfermedades, a lo que 

esto se ha llamado “síndrome de vida de mierda”.

En el Reino Unido se habla de unos 17 millones de pobres. En México, “el 

primer dato alarmante es el incremento de personas en situación de pobreza, de 

acuerdo con el Informe, en 2020 se tiene un registro de 55.7 millones de pobres, es 

decir, 3.8 millones más que en 2018, y lo que equivale a casi 44% de la población 

total del país. Por su parte, la población en situación de pobreza extrema fue la que 

más creció, al pasar de 8.7 millones a 10.8 millones de personas en esta condición, 

lo que significa que más de la mitad de la población en México es pobre”. [En línea. 

Consulta: 22/08/2023. Disponible en: https://www.contrareplica.mx/nota-

Radiografia-de-la-pobreza-en-Mexico-2023-202320248]

Es decir, “el síndrome de vida de mierda” también existe en nuestro país. 

Seguramente los candidatos a presidente de la república 2024, nuevamente 

ofrecerán pócimas mágicas contra este terrible síndrome.

La acumulación del capital se da en el Reino Unido y en México. El capitalismo 

genera pobreza y destrucción de la vida en el planeta.

Carlos Eduardo García Urueta
Director Adjunto
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1 M. Tullius Cicero. De Officiis I, 79 with an English 
translation by Walter Miller. Cambridge. Harvard Uni-
versity Press. 1913. 

 

 

 

La libertad de expresión en tiempos difí-
ciles debe ser mayormente apreciada y prote-
gida. El primer ataque de las tiranías es contra 
la libertad de expresión con la misma fuerza re-
presiva que los hechos bélicos y revoluciona-
rios. 

Por supuesto, quedaba claro desde la an-
tigüedad clásica que la violencia revolucionaria 
es de poca monta frente a la fuerza moral de la 
palabra; la fuerza que muestra la capacidad cí-
vica y moral es más importante para dirigir los 
asuntos cívicos que la fuerza de las armas y la 
guerra.1 

Este argumento contenido en la aforisma 
Cedant arma togae, concedat laurea lauri, re-
producido en el poema de Cicerón De consu-
latu suo, que constituye una defensa de su 
cargo como cónsul contra la rebelión de Cati-
lina, quien se esforzó en expulsarlo y asesi-
narlo; por lo que encomia a la razón y la mora-
lidad contenida en las leyes, producto de la ha-
bilidad intelectual de la reflexión, ante la fuerza 
física de las armas. 

La Constitución ha muerto 
Flores Magón: la expresión libertaria, víctima de la represión en dos países 

 

MANUEL GONZÁLEZ OROPEZA 
Investigador nacional. Integrante Junta de Gobierno del Colegio Mexiquense 

Facultad de Derecho-UNAM. Escuela Judicial-Conversatorio número 9 
Universidad Americana de Acapulco 
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Como ejemplo cita a la disciplina y la le-
gislación sabia, expedida por Licurgo, como la 
causa de los logros de Esparta y no a las bata-
llas de Pausanio y Lisandro.2 De esta manera, 
Cicerón prefiere el gobierno civil al militar, pre-
fiere el derecho y la discusión civil. 

Encuentro un paralelismo entre la filoso-
fía de Cicerón, de preferir a un gobierno civil y 
moral, basados en principios, como la pro-
puesta por Ricardo Flores Magón en sus Pro-
gramas liberales, que a la imposición de la 
fuerza, la política y la violencia de Díaz. 

 

 

 
2 M. Tullius Cicero. De Officiis I, 76 with an English 
translation by Walter Miller. Cambridge. Harvard Uni-
versity Press. 1913. 
3 De Officiss I, 22, 77: “Cedant arma togae, concedat 
laurea laudi” Wikipedia. L´Enciclopedia libera. Nota 
5.- Cedano le armi a la toga, ceda l´alloro del condo-
tiero alla gloria dell´oratore. 
4 Abrevado de Piotr Kropotkin y Enrico Malatesta. 

Precisamente Cicerón al defenderse de 
los ataques armados de Catilino (60 BC), pres-
cribe la siguiente frase ante el Senado Romano: 

Entrega tus armas a la toga, entrega el laurel 

del líder a la gloria del orador.3 

Con ella, Cicerón condenaba la ambición 
de poder, agazapada con violencia, de Catilino, 
para hacerse de un cargo público, a través de 
las armas y defendía la justicia y la legalidad de 
su posición con la defensa de las instituciones.  

Magnífica prosa para describir la perse-
cución de Porfirio Díaz durante la Revolución, 
que abanderó Ricardo Flores Magón desde 
1911. Si bien, decepcionado de la autoridad, 
como podemos estar aún el día de hoy, abraza 
el anarquismo más radical 4 y parte a los Esta-
dos Unidos en 1904, donde finalmente se exilia 
en la ciudad de Saint Louis, MO. En este país 
Ricardo pasaría la mayor parte de su vida 
adulta.5 

En esa ciudad que originó la lucha contra 
la esclavitud con el juicio instaurado por Dred 
Scott (Dred Scott v. Sandford (60 US 393) en 
1857, en el que se confirmó la ausencia de de-
rechos de libertad y ciudadanía a las personas 
de origen afro-americano, legitimando así a la 
esclavitud.6 

La servidumbre ominosa de los jornale-
ros y campesinos mexicanos creó, por otro 

5 Paul Avrich. “Prison Letters of Ricardo Flores Magón 
to Lilly Sarnoff”. International Review of Social His-
tory. 1977. Vol. 22. No. 3. p. 279-422. 
6 De igual manera se pretendió declarar a los quejo-
sos en el amparo mexicano promovido por Justo 
Prieto en 1881, en representación de varios sirvien-
tes, cuasi-esclavos, bajo el régimen porfirista, al am-
paro de la ley de sirvientes del Estado de 1831. “El 
Amparo Justo Prieto”. El control desconcentrado de la 
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lado, una conciencia social que enfrentó a Ri-
cardo Flores Magón incluso con Francisco I. 
Madero, tal como lo había hecho entre Emili-
ano Zapata y Madero, por lo que el triunfo ma-
derista no satisfizo la congruencia e ideario re-
volucionario de Flores Magón ni de Emiliano 
Zapata.7 

La ilusión de Flores Magón era abolir la 
autoridad estatal, ya que todos los gobernan-
tes presentaban los mismos vicios, mentiras y 
corrupciones; proponía sustituirla por un régi-
men cooperativo, donde se repartiera la tierra 
a quienes así lo solicitaran, así como los instru-
mentos apropiados de trabajo. Acuñó la frase 
de “Tierra y Libertad”, al igual que Zapata, y 
concentró su acción en Baja California, particu-
larmente en las ciudades fronterizas de Tijuana 
y Mexicali.8 

Comenzó su activismo como universita-
rio, protestando en las calles por la reelección 
de Porfirio Díaz en 1892,9 como integrante del 
Comité de Estudiantes Antirreleccionistas, y 
tuvo la mediación de Justo Sierra y militar Vidal 
Castañeda. El 14 de mayo de dicho año, Flores 
Magón contando con 19 años es arrestado por 
esta protesta. Al año siguiente, en 1893 Ri-
cardo ingresa a la Escuela Nacional de Jurispru-
dencia, de la cual no sabemos si terminó la ca-

 
constitucionalidad. Homenaje al Ministro José de Je-
sús Gudiño Pelayo. Manuel González Oropeza y Car-
los Báez Silva. 2017. 
7 Paul Hart. Emiliano Zapata: Mexico´s Social Revolu-
tionary. Oxford University Press. 2017. 352 p. El error 
principal de Madero fue no reconocerle a Díaz el ca-
rácter de tirano. 
8 Manuel Plana. “The Mexican Revolution and the US 
Border. Research Perspectives”. Journal of the South-
west 49. Number 4. Winter 2007. p. 603-613. Por lo 
cual se le difamó de filibusterismo. 
9 La traición de Díaz al lema de su propia revolución 
en Tuxtepec comenzó, por lo menos, en 1888, des-

rrera; no obstante, la ilusión de justicia y go-
bierno estuvo, sin lugar a dudas, en su forma-
ción y mente. La repulsa a la violencia y la im-
posición no evitó proponer y exponer ideales 
liberales. 

La libre expresión manifestada por Ri-
cardo Flores Magón, fue iniciada mediante 
protestas públicas contra la reelección presi-
dencial, continuó con la publicación del perió-
dico “Regeneración” a partir de 1900 y de El 
Hijo del Ahuizote en 1904, año en que buscó 
refugio en los Estados Unidos.10 En este medio, 
Flores Magón lanzó la afirmación de que “La 
Constitución ha muerto”, por las injusticias so-
ciales de la dictadura de Díaz. 

Creyó quizá nuestro personaje que la Pri-
mera Enmienda del país en que se encontraba, 
al garantizar la libertad de expresión como de-
recho fundamental desde sus orígenes consti-
tucionales (1791) se aplicaría a toda la pobla-
ción radicada en su territorio, incluyendo a los 
extranjeros, tal como había sido aplicado 
desde 1734 con el impresor alemán radicado 
en Nueva York, John Peter Zenger, quien al pu-
blicar el periódico New York Weekly Journal 
con acusaciones contra el gobernador William 
Cosby por actos de abuso y corrupción, fue en-
carcelado por difamación, en su juicio se probó 
que las acusaciones eran verdaderos y no se 

pués de su segundo período. Con una votación apa-
rente de casi el 98% del electorado, sin contrincante 
digno, con la candidatura independiente de Nicolás 
Zúñiga y Miranda, lo suficientemente insignificante 
(0.12%) como para legitimar la arrolladora votación a 
favor de Díaz. Manuel González Oropeza. La Presiden-
cia de la República. Acceso, descenso y transforma-
ción. Tirant lo Blanch. 2023. p. 170. 
10 Ethel Duffy Turner y Margarita Vásquez Montaño. 
Ricardo Flores Magón y el Partido Liberal Mexicano. 
Biblioteca INHERM. 2022. 
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trataban de difamaciones falsas o dolosas, por 
lo que fue exonerado. 

Las críticas contra el gobernante eran 
consideradas como expresiones subversivas y 
sancionadas penalmente por constituir una 
amenaza al orden y la paz. El impresor fue ab-
suelto de las críticas contra el gobernador 
Cosby, con base en la veracidad de sus acusa-
ciones. No obstante, la resolución lo exculpó 
sentando el primer precedente en favor de la 
libertad de expresión desde 1735.11 Pero el 
caso de Flores Magón fue distinto porque invo-
lucraba el “peligro” del anarquismo que estaba 
en desarrollo en ese país en el período de la 
primera guerra mundial.12 

Deben recordarse a propósito de este an-
tecedente, los casos de sedición y extranjería 
que siguieron posteriormente, promulgados 
en 1798 para sancionar a los extranjeros radi-
cados en Estados Unidos que criticaran las ins-
tituciones gubernamentales, particularmente 
al presidente John Adams, y que con ellas san-
cionó a impresores ingleses y alemanes por es-
cribir editoriales contra la actuación política de 
ese Presidente. Estas leyes motivaron que Tho-
mas Jefferson y James Madison promovieran la 
anulación por inconstitucionalidad de las leyes, 
por las legislaturas de los Estados, una medida 
de control que después fue adoptada en Mé-
xico con el recurso de Reclamo en el Acta de 
Reformas (artículos 22 y 23). 

Esta ilusión había ido desapareciendo 
desde la época de adopción de las Enmiendas 
en los Estados Unidos, cuando George Mason, 
autor de la declaración de derechos en Virginia 

 
11 Richard Kluger. Indelible Ink. The trials of John Peter 
Zenger and the Birth of America´s Free Press. W.W. 
Norton & Company. 2016. 346 p. 
12 Flores Magón había abandonado su liberalismo 
puro y profesaba el anarquismo desde 1909. John W. 

hacia 1776, aclaró que la igualdad de los hom-
bres y el ejercicio de sus derechos sólo aplica-
rían a aquellos nacidos en ese país, excluyendo 
así a los extranjeros. 

La injusta situación política y social de 
México a principios del siglo XX provocó un 
gran descontento que fue reprimido por el dic-
tador Díaz provocando violencia, huelgas, 
como las de Cananea y Río Blanco (de 1906 y 
1907), protestas populares y prensa denun-
ciando la injusticia y abuso popularmente. La 
ley porfirista había traicionado los ideales de 
justicia social de la Constitución de 1857. 
¿Dónde había quedado la defensa de las “cla-
ses menesterosas” de Ponciano Arriaga con le-
yes como la de sirvientes de Chihuahua de 
1831 que oprimía a los jornaleros, según se 
enunció en el Amparo Justo Prieto desde 
1881? 

Animado por este espíritu, Flores Magón 
elaboró el Programa del Partido Liberal Mexi-
cano y el 1º. de julio de 1906 y lo difundió en 
“legítima defensa de las libertades”, procla-
mando la repatriación de los mexicanos radica-
dos en Estados Unidos y apuntando los prime-
ros derechos sociales, que harían grande a la 
Constitución de 1917, con preceptos como la 
jornada laboral de ocho horas, el estableci-
miento de un salario mínimo y la dignificación 
del trabajo (como el doméstico). Todas estas 
garantías sociales anticiparon no sólo el consti-
tucionalismo social mexicano, sino avanzaron 
la jurisprudencia de Estados Unidos, impri-
miéndole tesis sociales que comenzaron diez 
años después bajo la política del New Deal. 
Además de los derechos sociales, el Programa 

Sherman. “The 1909 Tombstone Proceedings against 
Ricardo Flores Magón, Antonio Villarreal, and Librado 
Rivera”. The Journal of Arizona History. Summer 
1991. Vol. 32. No. 2. p. 183. 
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Liberal propuso en sus 52 artículos, medidas 
orgánicas de avanzada: 

1. Reducción del período presidencial a 4 
años, anticipándose a la extensión de seis 
años que Porfirio Díaz tomaría en 1904 y Ál-
varo Obregón lo haría en 1928 

2. Adopción del principio de no reelección 
presidencial 

3. Inhabilitación del Vicepresidente 

4. Supresión del servicio militar, germen de 
militarización de la ciudadanía 

5. Garantía de una plena libertad de im-
prenta, aboliendo los impedimentos a su 
ejercicio 

6. Abolición de la pena de muerte, fin que no 
se logró sino hasta 2005 

7. Hacer efectivas las responsabilidades de 
los servidores públicos 

8. Restitución de Quintana Roo al Estado de 
Yucatán 

9. Supresión de Tribunales Militares en tiem-
pos de paz 

10. Establecimiento de medidas de mejora-
miento y fomento a la Instrucción 

11. Dictar medidas de protección a los ex-
tranjeros 

12. Supresión de abusos del clero 

13. Expedición de medidas justas sobre el ca-
pital y el trabajo 

14. Asignación de tierras a quien las solicite 

15. Expedición de medidas fiscales sensatas 

16. Expedición de medidas protectoras de las 
comunidades indígenas y 

17. Regulación del juicio de amparo racional-
mente13 

En contraste, la jurisprudencia de Esta-
dos Unidos legitimaba en 1905 (Lochner v. New 

 
13 Rafael Carrillo. Ricardo Flores Magón. Esbozo bio-
gráfico. s.p.i. 1945. 

York 198 US 45) los horarios inhumanos im-
puestos por las empresas para imponer más de 
60 horas de trabajo a la semana y 10 horas por 
día, en la industria del pan y la repostería. La 
libertad para contratar las condiciones labora-
les, aunque manifiestamente injustas, no podía 
ser intervenida por la legislación social, so pre-
texto de la “autonomía de la voluntad”. La con-
dición del trabajador en los Estados Unidos no 
varió sino hasta 1937, con los casos West Coast 
Hotel v. Parrish (300 US 379) y el célebre pre-
cedente (US v. Carolene Products (304 US 144) 
de 1938 donde, por primera vez, se reconoció 
a las “minorías discretas e insulares”, que con-
firma la condena de que las mayorías en la le-
gislación no eran justas ni democráticas. 

El Programa del PLM mejoraba así sus-
tancialmente la condición del trabajador mexi-
cano, por lo que para 1906, los dos países no 
podían coincidir con la ideología liberal de Flo-
res Magón. La persecución contra Flores Ma-
gón comenzó por los “delitos” de imprenta y 
después se desarrollaron por sus actividades 
contrarias al régimen porfirista.  

Cualquier expresión, por mínima que 
fuera, cuestionando la conducta de funciona-
rios, eran consideradas como “ultrajes” a la au-
toridad, como se resolvió en el juicio 
1373/1903. El 21 de mayo de 1901 fue encar-
celado en la prisión de Belén, por haber escrito 
un artículo contra los jefes políticos de la 
época, que eran verdaderos agentes del des-
pótico régimen de Porfirio Díaz, a los que de-
nominó que actuaban con “instintos salvajes”. 
Contra estas medidas a todas luces inconstitu-
cionales, Magón buscó los medios legales de 
defensa y promovió al menos dos juicios de 
amparo: 1338/1901 y 1471/1901. 
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En consecuencia, la re-
presión que Flores Magón 
podía encontrar en México14 
y por la cual fue obligado a re-
fugiarse en Estados Unidos, 
también la encontró en ese 
país donde fue acusado de 
violar las leyes de neutralidad 
y de sedición.  

Con la explosión de la 
primera Guerra Mundial, la 
política exterior de Estados 
Unidos se basó en la impar-
cialidad “en pensamiento y 
en acción”, según frase de Woodrow Wilson, 
por lo que proclamó la imparcialidad en los 
asuntos internacionales. 

Su triste estancia en ese país de “liberta-
des”, provocó que desde 1908 hasta 1922 es-
tuviera encarcelado en las peores prisiones, 
fue tan frecuente su privación de libertad que 
se le conoció no por su nombre, sino por el nú-
mero de su registro: 14506. En su vida se 

 
14 Ya en 1902 se aprehendió a Flores Magón en la ciu-
dad de México por haber gritado frente al jardín de la 
Corregidora “muera la tiranía”, en su camino al juz-
gado de Instrucción militar., cuya incompetencia para 
sustanciar el juicio contra civiles fue declarada por el 
propio Tribunal Supremo Militar. Francisco Serralde. 
Ilegitimidad de los Tribunales Militares y de las leyes 
procesal y penal en el fuero de Guerra. Imprenta de 
Eduardo Dublán. 102. Pp 4-27. Agradezco a la Dra. 
Gloria Villegas la gentileza de haberme compartido 
esta importante fuente. 
15 John Murray organizó una campaña a favor de Flo-
res Magón a través de la Liga para la Defensa de los 
Refugiados Políticos. El padre del sindicalismo de ese 
país, Samuel Gompers, se unió también a esta cam-
paña de apoyo para liberar a RFM. El abogado Henry 
Weinberger lo defendió en Estados Unidos, pidiendo 
varias veces indultos, así como una adecuada aten-
ción médica para su salud deteriorada. Avrich. Op. cit. 
p.383. Su blindaje jurídico lo mantuvo quizá estable, 

cuenta que estuvo detenido 
en más de trece cárceles, por 
expresar sus ideales del libe-
ralismo mexicano (¡): 

1906 Estuvo en Yuma, Arizona 
cuando todavía era un territorio 
federal, durante ocho meses.15 

1918 Estuvo detenido por sedi-
ción y condenado a 21 años de 
prisión. 

1919 Fue transferido a la prisión 
de Leavenwork, Kansas, donde 
murió el 21 de noviembre de 
1922. Contaba con 48 años. 

Eugene V. Debs, fundador del Partido So-
cialista en los Estados Unidos, también sufrió 
represión por sus ideas y filiación ideológica, 
presentando su candidatura a la presidencia de 
su país por cinco ocasiones, siendo la última en 
1920, desde la celda donde se encontraba re-
cluido, obteniendo un 3.4% de la votación po-

por lo que se especula que prefirieron asesinarlo, se-
gún testimonio de Librado Rivera, su compañero de 
cárcel. Tanto Rivera como Ralph Chaplin, compañeros 
de celda de Flores Magón, manifestaron que habían 
sido transferidos a otras celdas, unos días antes de la 
muerte de Flores Magón el 22 de noviembre de 1922, 
por lo que al ver su cuerpo, Rivera juró que el cuello 
de nuestro personaje presentaba marcas de estran-
gulamiento, lo cual no dudaba en afirmarlo, pues en 
la cárcel de Leavenworth se vivía “un régimen de te-
rror” y el fallecimiento de Ricardo marcaba un “salva-
jismo inconcebible”. Sara M. Benson. “Leavenworth´s 
political prisoners: Race, Resistence and the Prison´s 
Archive”. The Prison of Democracy”. University of Cal-
ifornia Press. p. 106. Christina Heatherton. “Ricardo 
Flores Magón and the Leavenworth Penitentiary”. 
American Quarterly. Septiembre 2014. Vol. 66. No. 3. 
Número Especial: Las Americas Quarterly. p. 557-581 

Eugene V. Debs, funda-

dor del Partido Socialista 

en los Estados Unidos, 

también sufrió represión 

por sus ideas y filiación 

ideológica, presentando 

su candidatura a la presi-

dencia de su país por 

cinco ocasiones, siendo 

la última en 1920 
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pular. Acusado de sedición, a partir de la ley so-
bre el tema expedida en 1918, argumentó ante 
los tribunales: 

No pido perdón, su Señoría, ni pido inmuni-
dad, comprendo que el Derecho debe preva-
lecer. No estoy más convencido que hay una 
terrible lucha entre los poderes de la ambi-
ción y las libertades; puedo vislumbrar el 
amanecer de un mejor día para la Humani-
dad. El pueblo está despertando y, a su de-
bido tiempo, tomará las decisiones apropia-
das.16 

El caso de Debs, condenado por el ejerci-
cio de la libertad de expresión contra la Pri-
mera Guerra Mundial, objetivo de la Ley de Se-
dición de 1918, y por “obstruir la conscripción 
militar” de los ciudadanos, se consideró que 
constituía un “peligro claro e inminente” a la 
sociedad (Debs v. United States 249 v. 211, 
1919), tal como se había definido en un prece-
dente de la Suprema Corte anterior.17 

Podemos apreciar el doble estándar pe-
nal entre Flores Magón y Debs. Para el primero, 
la ley se aplicó sin ninguna consideración para 
la libertad de expresión, aunque sus propues-
tas fueran de la más pura justicia, justicia que 
chocaba con la ideología del siglo. Segura-
mente los agentes de Díaz influyeron en el tra-
tamiento de nuestro compatriota. Mientras 
que, para el segundo, si bien contaba con la 
condena de Woodrow Wilson quien lo consi-
deró como un traidor por oponerse a la “de-

 
16 David Pietrusza. 1920: The Year of Six Presidents. 
New York. Carrol and Graf 2007. p. 269-270. 
17 Schenck v. United States 249 US 47 (1919). Donde 
Charles Schenck fue condenado por violar la Ley de 
Espionaje (1917) y atentar contra la conscripción mi-
litar. Este caso fue confirmado por uno posterior 
Abrams v. United States 250 US 616 (1919), pero el 
Ministro Oliver Wendell Holmes junto con Louis Bran-
deis presentó un voto particular notorio en donde 

fensa” del país, pudo ejercer sus derechos po-
líticos en debida forma y presentar incluso su 
candidatura para la presidencia en cinco oca-
siones. 

Otro caso notorio sobre la aplicación de 
la ley en la frontera México-Estados Unidos, lo 
constituye el de Lawrence Converse ocurrido 
en 1911. El interesante contexto que presenta 
en medio de la Revolución Mexicana muestra 
el apoyo internacional hacia la causa libertaria 
de México. 

Dos adolescentes ciudadanos de Estados 
Unidos fueron aprehendidos por soldados por-
firistas el 3 de marzo de 1911 dentro de El Cha-
mizal, territorio en disputa en los dos países, 
por cooperar con las fuerzas rebeldes de Ma-
dero, sirviendo de correo e intermediarios. La 
disputa territorial no se lograría solucionar 
hasta 1963, por lo que la franja que había de-
jado el cauce del Río Bravo fuera del territorio 
mexicano, se consideraba bajo la soberanía de 
ese país. 

Por supuesto Díaz intervino y ordenó la 
liberación de Converse. Este individuo, lejos de 
reconocer las leyes nacionales, demandaron a 
México por daños en un monto de cincuenta 
mil dólares, debido a las enfermedades que pa-
deció a raíz de su estancia en las cárceles me-
xicanas.18 Lo mismo sucedió con nuestro per-
sonaje Flores Magón quien enfermó en las cár-
celes de Estados Unidos, así como Debs.  

hizo prevalecer la libertad de expresión sobre la se-
guridad nacional, con la tesis que la expresión debe 
ser protegida por constituir un “mercado de ideas” 
que garantiza la libertad. 
18 Manuel González Oropeza. Secuestrar para juzgar. 
Pasado y presente de la justicia extraterritorial. 
UNAM. 1998. p. 46-48. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 
* El presente trabajo fue realizado en una versión pre-
liminar por Carmen Inés Vega González, en el marco 
de la impartición de la Unidad de Aprendizaje “Intro-

«¿Qué está esperando el gobierno? 
¿Qué venga y termine conmigo? pues 
que termine conmigo, pero aquí en-
frente -de Palacio de Gobierno- a ver si 
les da vergüenza». 

Palabras expresadas por la defensora 
de derechos humanos en diciembre del 
2010, en relación a las amenazas reci-
bidas por Sergio Barraza, el asesino de 
su hija Rubí. 

 

 

 

1. INTRODUCCIÓN* 
El presente ensayo proporciona una serie de 
datos y opiniones en torno a la cadena de he-
chos relacionados con la desaparición forzada 
y homicidio de Rubí Marisol Frayre Escobedo y 
la búsqueda de justicia emprendida por su ma-
dre, Marisela Escobedo Ortiz, y su posterior 
asesinato. Todo ello, desde un punto de vista 
académico, ofreciendo algunas reflexiones a 
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partir de una de tantas historias de impunidad 
y violencia del México contemporáneo. 

Se pretende explicar el caso y lo que se 
considera fueron las tres muertes de Marisela 
Escobedo, siguiendo lo planteado en el docu-
mental realizado por Carlos Pérez Osorio:1 1. La 
desaparición forzada y homicidio de Rubí; 2. 
Sergio Barraza, señalado como autor material 
de la desaparición y homicidio, absuelto de los 
cargos y, 3. El homicidio de Marisela Escobedo. 
Posteriormente, se aludirá a algunos puntos 
sobre el nuevo Sistema de Justicia Penal Acu-
satorio incorporado a la Constitución mexicana 
en 2008, así como la recomendación emitida 
por la CNDH en 2013 y la notificación por parte 
de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), en 2020. 

Los hechos acaecieron en 2008, en Ciu-
dad Juárez, en el estado de Chihuahua (Mé-
xico). Rubí tenía 16 años de edad. Y el suceso 
tuvo gran impacto debido a que la madre de 
Rubí, Marisela Escobedo, se encargó de difun-
dirlo ampliamente y de emprender una lucha 
para lograr que se hiciera justicia a su hija y se 
lograra la detención y condena de la pareja 
sentimental de Rubí, Sergio Rafael Barraza, 
presunto responsable de tales delitos. Para un 
gran sector de la opinión pública local y nacio-
nal, estos hechos quedaron impunes. Por otro 
lado, el notorio activismo en la búsqueda de 
justicia por parte de Marisela Escobedo y su 
trágico desenlace, es objeto de reflexión, así 
como un claro ejemplo de la dura realidad que 
viven los luchadores sociales y víctimas en ge-
neral, ante el impacto del crimen organizado y 
la impunidad coexistiendo socialmente. 

Se considera que este caso se debe des-
tacar para el análisis y la reflexión los siguientes 

 
1 Las tres muertes de Marisela Escobedo, Dir. Carlos 
Pérez Osorio, México, 2020, 109 min. 

elementos: la falta de una correcta interven-
ción por parte de las instituciones encargadas 
del proceso, tales como la Fiscalía General del 
Estado de Chihuahua y los órganos judiciales 
que conocieron del caso. Asimismo, se destaca 
la actuación de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos (CNDH) y los mecanismos 
empleados en el sistema interamericano de 
derechos humanos. Lo anterior, para advertir 
algunos de los déficits existentes en muchas re-
giones y que, eventualmente, nos llevan a ad-
vertir que hay mucho por hacer en estos ru-
bros. 

Para un mejor entendimiento, se deben 
contextualizar las circunstancias (económicas, 
políticas y sociales) del lugar donde se desarro-
llaron los hechos. En aquel momento, Ciudad 
Juárez se encontraba sumida en una ola de vio-
lencia sin precedentes, algo que no era com-
pletamente ajeno a la situación nacional, pues 
los índices de incidencia de los delitos de alto 
impacto alcanzaron niveles históricos. Por ello, 
tanto en los datos estadísticos como en la opi-
nión pública se interpretaba que todos los ór-
denes de gobierno habían sido rebasados,  lo 
cual parecía dejar en estado de indefensión a 
la población en general. 

La razón que anima este ensayo tiene 
una pretensión didáctica, es decir, considera-
mos que deben difundirse este tipo de casos, 
buscando que con ello se eviten en lo sucesivo, 
máxime si su incidencia es alta o resulta evi-
dente que se suscitan de manera frecuente. 
Claro, no debe quedarse en evitarlos, también 
es posible exigir que no queden impunes 
cuando sucedan. Debe ser la misma sociedad 
la que exija mayores niveles de eficiencia y efi-
cacia de las instituciones, toda vez que es la so-
ciedad quien tiene una verdadera capacidad de 
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decisión y debe hacerse consciente de ello. La 
participación ciudadana juega un papel rele-
vante en este tema. 

 

2. EL ESCENARIO DE LOS HECHOS: CIUDAD JUÁREZ, 
CHIHUAHUA 

La capital del estado de Chihuahua, Ciudad Juá-
rez, cuenta con un alto índice poblacional; “se 
encuentra asentada a orillas del río Bravo, en la 
región noreste de México” (libre, 2019). Du-
rante la época de los hechos, era  uno de los 
municipios con mayor incidencia de delitos, 
encontrándose entre los primeros lugares con 
relación a los feminicidios, daños a la propie-
dad privada y otros tipos de violencia. Se con-
sideraba que era una ciudad con un alto grado 
de inseguridad crónica y de violencia, seña-
lando como causas probables de ello al au-
mento del fenómeno migratorio y las alianzas 
de los carteles del narcotráfico. 

La situación no ha mejorado mucho en 
tres lustros, como se advierte en los datos del 
2023, presentados en el Índice de Estado de 
Derecho en México del  World Justice Project, 
mismo que inició a medir diversas variables 
desde 2018. En dicho instrumento se hace una 
medición de .0 a 1.00, donde .0 es muy débil y 
1.00 es muy fuerte, respecto de diversos indi-
cadores. El Estado de Chihuahua obtiene una 
puntuación general en justicia penal de .39, es 
decir por debajo de la media. Cabe destacar de 
manera puntual  los datos relacionados con la 
Justicia penal, correspondientes a la publica-
ción 2023:  

 

 

 

 

 

La policía y el ministerio público investigan los 
delitos de manera eficaz. 

 .20 

Los sistemas de procuración y de impartición 
de justicia son expeditos y eficaces. 

.38 

Los derechos de las víctimas se garantizan 
efectivamente. 

.44 

El debido proceso legal de las personas acu-
sadas se garantiza efectivamente. 

.44 

El sistema de justicia penal es imparcial, inde-
pendiente y está libre de corrupción. 

.43 

Fuente: elaboración propia con datos recabados del World 
Justice Project 

 

Con estos datos se puede resaltar que 
hay grandes deficiencias en lo relativo al sis-
tema de justicia penal. Si bien estos datos son 
actuales, puede entonces especularse que tal 
situación era aún más negativa en 2008. Por 
ello Chihuahua, pero específicamente Ciudad 
Juárez, eran considerados como foco rojo de 
delitos diversos.  

La siguiente tabla muestra el factor lla-
mado “Orden y seguridad”, correspondiente al 
estado de Chihuahua, que incluye una medi-
ción de homicidios, victimización y percepción 
de seguridad. Los cuales son parte fundamen-
tal para poder considerar que una entidad 
tenga un Estado de Derecho fuerte o débil: 

 

Ausencia de homicidios .08 

Ausencia de crimen .29 

Las personas se sienten seguras .44 

Fuente: elaboración propia con datos recabados del World 
Justice Project 

 

Los datos son reveladores: hay un alto 
grado de homicidios, un alto nivel de delitos 
cometidos y más del 50% de la población del 
estado no se siente segura. Insistimos, si esto 
ocurre en la actualidad, quince años después 
de los hechos aquí narrados, uno puede espe-
cular sobre el alarmante nivel que en aquel en-
tonces vivían los juarenses. 
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En la actualidad, los da-
tos no son halagüeños, el ín-
dice de criminalidad se ha 
mantenido o ha aumentado, a 
pesar de las políticas públicas 
en materia de seguridad y jus-
ticia, implementadas por los 
tres niveles de gobierno. 

 

3. LA VÍCTIMA: RUBÍ MARISOL FRAYRE ESCOBEDO 
Rubí Marisol era una joven de 13 años de edad 
cuando decidió ir a vivir con Sergio Rafael Ba-
rraza, quien era su pareja sentimental. Rubí y 
Sergio se conocieron en el negocio de la mamá 
de Rubí, Marisela Escobedo, quien había con-
tratado a Sergio. Se ha señalado que desde el 
inicio, Sergio la alejó de toda su familia, aunque 
sus hermanos intentaron acercarse a ellos para 
poder saber cómo se encontraba, la mayoría 
de intentos fueron infructuosos. Marisela les 
había prestado un departamento para que se 
fueran a vivir en él, puesto que ellos tenían pro-
blemas económicos. Un día cuando su mamá y 
su hermano deciden ir a verla, encuentran el 
departamento vacío, por lo que van a la casa 
de la mamá de Sergio, ahí está Sergio Rafael 
con la hija que había tenido con Rubí. Al pre-
guntarle por Rubí, Sergio responde que no es-
taba con él, que se había ido con otro mucha-
cho. Marisela mencionó en su momento que le 
resultó raro o extraño que Rubí dejara a su hija 
sola; pero que al advertir que no le dirían lo que 
realmente había pasado, decide retirarse del 
lugar.  

Al día siguiente vuelve a ir a casa de la 
mamá de Sergio, pero éste ya no se encontraba 
ahí. 

Para poder levantar una denuncia, trans-
currió más de un mes, ya que en la fiscalía es-
tatal le decían que no había indicios de que le 
hubiera pasado algo. Fue entonces cuando la 

familia de Rubí decide co-
menzar a investigar por sus 
propios medios: empiezan a 
repartir volantes en diversos 
puntos de la ciudad, van a la 
colonia 16 de septiembre 
que era donde vivía Sergio, y 
también pegan volantes en 
los cuales ofrecían una re-

compensa a quien diera información acerca de 
ellos. 

Una persona joven de edad se comunica 
con ellos y ofrece una versión de lo sucedido:  
les platica que Sergio había asesinado a Rubí, 
introduciendo el cadáver en un barril de metal, 
para posteriormente quemarlo, en un lugar co-
nocido como “Las Marraneras”. Marisela con-
vence al joven para que acuda a declarar, y es 
entonces cuando se abre el caso y se procede 
formalmente con la búsqueda.  

Este primer episodio, correspondiente a 
la muerte de Rubí Marisol Frayre Escobedo, se 
le denomina la primera muerte de Marisela Es-
cobedo, por el dolor causado por el descubri-
miento del terrible suceso. 

 

4. EL AGRESOR ABSUELTO: SERGIO RAFAEL BARRAZA 
Sergio Rafael era aproximadamente ocho años 
mayor que Rubí. Cuando cometió el asesinato 
se lo contó a su hermano, quien fue su cóm-
plice porque le ayudo en deshacerse del 
cuerpo de la víctima. Además, se menciona 
que también lo comenta con otros chicos de su 
barrio. Ángel fue uno de esos chicos que escu-
chan del crimen cometido por Sergio, es quien 
decide llamar a Marisela Escobedo para con-
tarle lo sucedido, así mismo, también accedió 
a declarar ante las autoridades que investiga-
ron los hechos. 

Rubí Marisol era una jo-

ven de 13 años de edad 

cuando decidió ir a vivir 

con Sergio Rafael Ba-

rraza, quien era su pa-

reja sentimental 
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Debe mencionarse que una de las defi-
ciencias más notorias de la fiscalía estatal fue 
que al abrir la carpeta de investigación, no se 
dieron a la tarea de investigar a fondo sobre el 
paradero de Sergio. En la vía de hecho, quien 
realmente lo encontró fue Marisela, a través 
del ofrecimiento de una suma de dinero a 
quien diera datos acerca de la ubicación de 
Sergio. Así, no fue la labor de las autoridades 
obligadas a investigar el probable homicidio, 
sino que fue la madre de la víctima quien lo 
llevó ante dichas autoridades. 

Paradojas de la justicia y del sistema pe-
nal: a Sergio no lo detienen para investigar el 
probable asesinato de su pareja, sino por el po-
sible delito de sustracción de menor, ya que se 
había ido a vivir a Fresnillo, Zacatecas con su 
menor hija. El argumento legal era que para 
poder llevarse a su hija menor de edad con él, 
requería el permiso de la mamá, es decir de 
Rubí. Lo anterior, porque a pesar de estar des-
aparecida, legalmente se consideraba que Rubí 
seguía viva, según él había declarado al señalar 
que se había ido con otra persona. 

Una vez que detienen a Sergio, en las di-
ligencias de investigación y procesales, pri-
mero se declara inocente, sin embargo, des-
pués declara que sí había asesinado a Rubí y 
también indica el lugar donde dejó los restos. 
Las autoridades proceden a ir al lugar de tales 
hechos y buscar los restos, mismos que, final-
mente, fueron encontrados. 

A pesar de ello, en el juicio penal seguido 
en su contra, se declara a Sergio inocente de la 
imputación que se le hace. A este hecho se co-
noce como la segunda muerte de Marisela Es-
cobedo, pues habiendo él mismo reconocido el 
asesinato de Rubí y señalado el lugar donde se 
encuentran los restos de la víctima, la autori-
dad judicial lo considera no responsable de la 
autoría del asesinato. 

Sergio fue absuelto de la acusación en 
abril de 2010, debido a que los agentes del mi-
nisterio público y la fiscalía estatal no aporta-
ron las pruebas suficientes durante el tiempo 
legalmente establecido. Así, a pesar de que 
Sergio se había declarado culpable, los jueces 
dictaminaron que la confesión no contaba con 
valor jurídico, puesto que no fue realizada ante 
un juez o un agente del Ministerio Público, y 
aunado a ello, su abogado defensor tampoco 
estaba presente. Es decir, se habían vulnerado 
en su contra diversos aspectos del debido pro-
ceso, por lo cual lo actuado no podía tener va-
lor jurídico.  

Es importante mencionar que, aunque 
Sergio hizo una declaración en la cual describió 
el lugar donde había ido a tirar los restos de 
Rubí, y al acudir a dicho lugar se encontró tal 
evidencia, esta no fue considerada por la auto-
ridad judicial como una prueba contundente 
para poder determinar su culpabilidad.  

Aunado a lo anterior, el día del juicio oral, 
uno de los testigos, que era un policía, declaró 
que esa noche había llamado una persona a la 
estación, que en este caso se identificó que se 
trataba del padrastro de Sergio, quien en dicha 
llamada mencionó que Sergio se había acer-
cado a su casa muy alterado, diciendo que se 
encontraba en ese estado porque había ma-
tado a su esposa. Este dato no se consideró 
como relevante para fortalecer el acervo de in-
dicios y pruebas. 

En su momento, el órgano judicial señaló 
que la razón por la cual desechó las pruebas es 
porque no eran contundentes, haciéndolo con 
fundamento en lo establecido por el artículo 
331 del Código Procesal Penal de Chihuahua, 
aduciendo que es conocido que los elementos 
de prueba no tienen valor si han sido obtenidos 
por un medio ilícito (Hernández López, 2021). 
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Posteriormente, ante lo injusto de la sen-
tencia judicial, Marisela Escobedo promovió el 
recurso de apelación, ante un tribunal de se-
gunda instancia, con la intención de que se mo-
dificara dicha sentencia. El órgano judicial revi-
sor encontró que la sentencia no cumplía con 
diversos mandatos constitucionales y legales, 
por lo cual la dejó sin efecto y dictó una nueva 
sentencia en la cual impuso cincuenta años de 
prisión a Sergio Barraza. Sin embargo, el ase-
sino ya se había dado a la fuga tras haberse dic-
tado la primera sentencia absolutoria. 

Para entender un poco estas aparentes 
contradicciones en el dictado de las sentencias, 
es importante señalar el cambio que ha expe-
rimentado el sistema de justicia penal en Mé-
xico, coincidentemente con las fechas en que 
ocurrieron los hechos. 

 

5. EL NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO 
En el año 2008, se aprobó una reforma consti-
tucional que cambió el modelo del sistema de 
justicia penal, pasando a ser de carácter adver-
sarial y acusatorio. Mucho se ha escrito sobre 
la reforma, sus alcances y consecuencias. De-
bemos destacar que la intención central era 
mejorar el modelo existente, con el ánimo de 
garantizar los derechos tanto de víctimas como 
de imputados, a fin de que “la víctima obtenga 
la reparación del daño que sufrió; además, 
para lograr una mayor transparencia en la ac-
ción de las autoridades, pues tienen que reali-
zar los juicios de manera oral y pública, así 
mismo la víctima y el imputado se deberán de 
colocar en igualdad de circunstancias” (Penal, 
2016). Los principios procesales que establece 
son la “igualdad ante la ley: no discriminación; 
igualdad entre las partes: mismo trato; juicio 
previo y debido proceso: menos violación a los 
derechos humanos; presunción de inocencia; y 

la prohibición de doble enjuiciamiento” (Con-
greso, 2016). Para alcanzar tales objetivos, el 
artículo 20 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, establece que, el pro-
ceso penal se regirá por los principios de publi-
cidad, contradicción, concentración, continui-
dad e inmediación, con características de acu-
satoriedad y oralidad.  

Al respecto, debe mencionarse que 
Chihuahua fue uno de los primeros estados 
donde se aprobó y se implementó este nuevo 
sistema. Sergio Barraza fue una de las primeras 
personas a las que se les juzgó bajo el nuevo 
sistema penal. Resulta obvio que el resultado 
de ello generó desconfianza en quienes estu-
vieron al tanto de dicho caso. 

Al respecto debe mencionarse que el 
nuevo modelo de justicia penal, prescindió de 
algunos elementos que caracterizaba el ante-
rior modelo. Por ejemplo, el valor de la confe-
sión, misma que dejó de ser una prueba plena, 
por lo cual ahora se le exige a la autoridad mi-
nisterial una mayor labor de investigación, en 
aras de dar seguridad jurídica a las partes del 
proceso. De igual manera, el valor de los indi-
cios y pruebas que se llevan al juicio tiene un 
diverso modelo de aceptación, desahogo y va-
loración. Eso ha influido de manera clara en los 
resultados de los juicios, pues exige nuevas ca-
pacidades y habilidades a policías, agentes del 
ministerio público o fiscales, abogados litigan-
tes y jueces. 

Se trae a colación estas reflexiones no en 
el ánimo de justificar la sentencia de absolu-
ción de Sergio Barraza, sino solo para contex-
tualizar el momento en que se llevó ante la jus-
ticia penal local el caso del asesinato de Rubí a 
manos de su pareja sentimental. 

En el caso particular, el juicio penal ins-
taurado contra Sergio Barraza se hizo por el ho-
micidio doloso de Rubí. Éste es un subtipo del 
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delito de homicidio, caracterizado por el hecho 
de que “el criminal causa la muerte de otra per-
sona de forma consciente y voluntaria” (Espa-
ñola, 2023). El delito que cometió Sergio en 
contra de Rubí se consideró como homicidio 
doloso. En los años siguientes, y con las refor-
mas que se fueron impulsando en todo el país, 
el mismo hecho hubiera sido encuadrado den-
tro del delito de feminicidio, puesto que, antes 
del suceso, Rubí fue víctima de violencia en el 
ámbito familiar y fue incomunicada de sus fa-
miliares y conocidos.  

Hoy día, el feminicidio se define legal-
mente en el Código Penal del estado de 
Chihuahua, artículo 126 bis, de la siguiente ma-
nera: 

Comete el delito de feminicidio quien prive 
de la vida a una mujer por una razón de gé-
nero. 

Se considera que existe una razón de género 
cuando concurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias: 

I. La víctima presente signos de violencia se-
xual de cualquier tipo. 

II. Antes o después a la privación de la vida, a 
la víctima se le hayan infligido lesiones, mu-
tilaciones o cualquier otro acto que atente 
contra la dignidad humana; o actos de necro-
filia. 

III. Existan antecedentes o datos que esta-
blezcan que el activo ejerció sobre la víctima 
de forma anterior a la privación de la vida, 
violencia física, psicológica, económica, pa-
trimonial o de cualquier tipo; ya sea en el ám-
bito familiar, laboral, comunitario, político, 
escolar o cualquier otro, independiente-
mente de que exista denuncia o haya sido del 
conocimiento de alguna autoridad. 

IV. Exista o haya existido entre el activo y la 
víctima parentesco por consanguinidad o afi-
nidad o una relación sentimental, afectiva, 
laboral, docente, de confianza o alguna otra 

que evidencie desigualdad o abuso de poder 
entre el agresor y la víctima. 

V. La víctima haya sido incomunicada, cual-
quiera que sea el tiempo previo a la privación 
de la vida. 

VI. El cuerpo de la víctima sea expuesto, arro-
jado, depositado o exhibido en un lugar pú-
blico.  

VII. El sujeto activo haya obligado a la víctima 
a realizar una actividad o trabajo o haya ejer-
cido sobre ella cualquier forma de explota-
ción. 

El Código Penal Federal establece dicho 
tipo penal en similares términos, en el artículo 
325, reiterando los elementos que se mencio-
nan para considerar que existe una razón de 
género. 

 

6. LA MUERTE DE MARISELA ESCOBEDO 
Como se ha mencionado, Marisela Escobedo 
se convirtió en una activista e investigadora, 
para poder lograr que se hiciera justicia por el 
asesinato de su hija. Lamentablemente, fue 
una mujer que murió luchando para lograr su 
objetivo. 

Después de que Sergio fue absuelto y se 
dio a la fuga, Marisela no dio fin a su lucha, ella 
siguió realizando protestas de carácter público 
y pacífico, hasta que un día, el 16 de diciembre 
de 2010, afuera del Palacio de Gobierno de 
Chihuahua, llegó una persona joven que, des-
cendió de un vehículo para confrontarla, ella 
intentó huir del sujeto, sin embargo éste la al-
canza y le dispara a quemarropa, asesinándola. 
El homicida se da a la fuga. 

Como puede entenderse, a partir de lo 
señalado líneas atrás, en el caso del asesinato 
de Marisela Escobedo, estamos en presencia 
también de un feminicidio. 
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En esta ocasión, sí apre-
saron a Enrique Zavala quien 
fue el autor material del ho-
micidio. El autor material es 
aquel individuo que  

“perpetra efectivamente 
un delito, con la ejecución 
de los actos externos que 
concretan el ataque a una 
persona o a un bien u otra 
lesión jurídica punible. En 
especial, se habla del autor material en los 
casos de desdoblamiento o dualidad por 
existir un autor intelectual“ (Jurídica, 2020).  

Las investigaciones mostraron que el au-
tor intelectual había sido Sergio Barraza. En 
este sentido, se considera que autor intelec-
tual  

“es quien prepara la realización del delito y 
cuando al proyectarlo provoca o induce a 
otro a la ejecución de un ilícito, se convierte 
en instigador. El autor intelectual va a inducir 
a otro a ejecutar la comisión de un hecho de-
lictivo, mediante la inducción, la cual no es 
sino el influjo llevado a efecto por una per-
sona intencionalmente sobre otra, para la 
comisión de un hecho delictivo” (Montoya 
Pérez, 2016). 

Sin embargo, al único que apresaron fue 
a Enrique Zavala (alias El Wicked), a quien se 
mencionó como perteneciente al Cártel de Los 
Zetas. Se ha señalado que la aprehensión de-
rivó de que el hermano de Marisela tuvo un en-
cuentro con un agente de la DEA, y en colabo-
ración con agentes policíacos extranjeros, se 
logró la captura del fugitivo. Asimismo, logra-
ron que éste colaborara dando información so-
bre el asesino de Rubí, especialmente donde se 
encontraba. Zavala, en su declaración, confiesa 
que “cuando salió absuelto el esposo de Rubí, 

el criminal se trasladó a Zaca-
tecas y allá comenzó a traba-
jar como pistolero para el cár-
tel de Los Zetas” (J. Esquivel, 
2022). 

Sergio Barraza murió en 
noviembre de 2012, en el es-
tado de Zacatecas, durante 
un enfrentamiento que hubo 
entre militares y miembros 
del Cártel de Los Zetas. Cabe 

mencionar que, cuando se hace público que 
Sergio pertenecía a dicho grupo delincuencial, 
se reaviva la polémica sobre el caso de Rubí y 
Marisela Escobedo. En efecto, ante este dato, 
surgen cuestionamientos y especulaciones so-
bre si Sergio pertenecía al cártel desde antes 
de convertirse en el homicida de Rubí, así como 
la posibilidad de actos de cohecho, soborno u 
otro tipo de corrupción, con elementos de la 
fiscalía estatal, el Ministerio Público e incluso 
los jueces que lo absolvieron de los cargos del 
homicidio de Rubí. 

Por su relevancia para entender lo ocu-
rrido, no debe dejar de mencionarse que la Ley 
General de Víctimas, en su capítulo segundo, 
artículo 6, establece que se considera víctima a 
“toda persona física que directa o indirecta-
mente ha sufrido daño o el menoscabo de sus 
derechos producto de una violación de dere-
chos humanos o de la comisión de un delito”. 
En ese sentido, a Marisela Escobedo, en su ca-
rácter de víctima, no se le respetaron los dere-
cho establecidos en el artículo 7 de la mencio-
nada Ley General de Víctimas, entre los que se 
encuentran:  

IV. A que se le brinde protección y se salva-
guarde su vida y su integridad corporal [...]  

XIII. A ser efectivamente escuchada por la 
autoridad respectiva cuando se encuentre 

Sergio Barraza murió en 

noviembre de 2012, en 

el estado de Zacatecas, 

durante un enfrenta-

miento que hubo entre 

militares y miembros del 

Cártel de Los Zetas 
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presente en la audiencia, diligencia o en cual-
quier otra actuación y antes de que la auto-
ridad se pronuncie. 

XXVI. A una investigación pronta y efectiva 
que lleve a la identificación, captura, proce-
samiento y sanción de manera adecuada de 
todos los responsables del daño, al esclareci-
miento de los hechos y a la reparación del 
daño. 

XXVII. A participar activamente en la bús-
queda de la verdad de los hechos y en los 
mecanismos de acceso a la justicia que estén 
a su disposición, conforme a los procedi-
mientos establecidos en la ley de la materia. 

XXVIII. A expresar libremente sus opiniones e 
intereses ante las autoridades e instancias 
correspondientes y que estas, en su caso, 
sean consideradas en las decisiones que 
afecten sus intereses. 

XXXV. La protección de las víctimas del delito 
de feminicidio, secuestro, desaparición for-
zada de personas, otras formas de privación 
de la libertad contrarias a la Ley (Unión, 
2023). 

 

7. ANTE LA CNDH Y EN EL SISTEMA INTERAMERICANO 

DE DERECHOS HUMANOS 
El 28 de octubre de 2013, la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos (CNDH) emitió una 
recomendación al considerar que hubo viola-
ción a los derechos humanos por parte de di-
versas autoridades locales. Con esta recomen-
dación, la CNDH pretendía que las autoridades 
repararan el daño, sancionaran a los responsa-
bles y previnieran cualquier repetición (Muje-
res, CEDEHM, 2013). Al efecto, se estableció 
que los derechos que fueron violados son el 
derecho a la verdad, a la debida procuración de 
justicia, trato digno, legalidad y seguridad jurí-
dica. 

El 2 de noviembre de 2020, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 

notificó al Estado mexicano la existencia de 
una denuncia interpuesta en su contra por el 
feminicidio de Rubí Frayre Escobedo y el asesi-
nato de Marisela Escobedo, otorgándole un 
plazo de tres meses para remitir sus observa-
ciones. Esta notificación es el resultado de la 
presentación del caso, en junio de 2019, ante 
la Corte por el Centro de Derechos Humanos 
de las Mujeres (CEDEHM), con apoyo del Cen-
tro por la Justicia y el Derecho Internacional 
(CEJIL) y la Organización de Mexicanos en el 
Exilio (Mex-en-Ex) (Mujeres, CEDEHM, 2020). 

La aparición del documental mencionado 
al inicio de estas páginas, ha tenido también di-
versas repercusiones, que no son sino propi-
cias a las reflexiones con las que queremos 
concluir, que si bien no tiene que ver con el 
caso en sí, si muestran las inquietudes que sus-
cita. 

 

8. REFLEXIONES FINALES 
Una premisa básica del Estado de Derecho es 
el principio de legalidad, en virtud del cual toda 
institución que forma parte del sistema de jus-
ticia penal en México, se debe encargar de ha-
cer valer las leyes, normas y reglamentos exis-
tentes. Sin embargo, la realidad, es que, esta 
premisa dista de ser cumplida a cabalidad. Ello 
impide, en muchas ocasiones, salvaguardar de 
manera adecuada los derechos humanos de la 
ciudadanía. El caso aquí narrado deja notoria 
evidencia de las irregularidades que se presen-
tan, lo cual afecta a muchos ciudadanos, a los 
que se les llega incluso a negar el seguimiento 
o levantamiento de denuncias, por la colusión 
entre miembros del cuerpo judicial, políticos y 
la delincuencia organizada en diferentes partes 
del país. Ello deja en claro que hay y seguirá ha-
biendo impunidad y corrupción, si no se dan 
cambios drásticos por parte de las autoridades 
mexicanas.  
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Muchas opiniones y propuestas se han 
dado, considerándose indispensable la crea-
ción de nuevas estructuras u órganos constitu-
cionales con facultades para investigar, juzgar 
y castigar a los funcionarios públicos, cuando 
estos incurran en la violación de los derechos 
humanos de las víctimas o de actos que impli-
quen impunidad y corrupción. Sin embargo, lo 
cierto es que el Código Penal Federal establece 
claramente conductas que son sancionadas; a 
pesar de ello, los resultados muestran que no 
se alcanza su efectiva aplicación. 

Para muchos otros, es necesario evaluar 
a todos los servidores públicos, con la finalidad 
de que únicamente puedan laborar en las ins-
tituciones públicas si se encuentran con no an-
tecedentes penales o libres de procesos acusa-
torios o de sospecha de colusión, además de 
verificar que cumplan los requerimientos para 
los puestos solicitados o en los cuales estén 
desarrollando funciones. Es decir, que real-
mente tengan los conocimientos necesarios 
para poder ejercer correctamente el cargo que 
se les otorgue. Debe partirse de la idea de que 
si no se tienen las capacidades y habilidades 
necesarias para desempeñar el cargo, lo único 
que se genera es ineficiencia en las institucio-
nes, lo cual también es parte de la corrupción. 
El servicio civil de carrera largamente debatido 
es una necesidad urgente, tanto en la procura-
ción de justicia como en los órganos judiciales. 
Sin embargo, ello es apenas una de las condi-
ciones necesarias. 

Es importante mencionar que el actual 
sistema de justicia penal necesita estar en 
constante supervisión y evaluación, para, de 
ser necesario, realizar modificaciones y actua-
lizaciones pertinentes a favor de la ciudadanía 
y de los derechos humanos. Objetivo no me-
nor, si consideramos que muchas voces han se-
ñalado que dicho sistema no está satisfaciendo 

las necesidades de seguridad y justicia que la 
sociedad espera. El ejemplo de Rubí y Marisela 
Escobedo debe servir para despertar concien-
cias y sobre todo para mover a una discusión 
sobre la necesidad de construir mejores meca-
nismos políticos y jurídicos para alcanzar obje-
tivos por todos deseados. 

La realidad que se vive día con día en Mé-
xico trae aparejado un sinfín de retos por su-
perar. Es evidente que se deben crear las posi-
bilidades para buscar la manera de reestructu-
rar las instituciones y las organizaciones del sis-
tema político, judicial y social. Eso debe ser una 
labor compartida por toda la sociedad, pues su 
éxito o fracaso interesa a todos y ello debería 
obligarnos a hacer el mejor de los esfuerzos 
posibles.  

La revisión de este caso es ocasión per-
fecta para reiterar la importancia de la discu-
sión pública e informada, lejos de filias o fobias 
políticas, sino más bien pensando en un sen-
tido objetivo y humanista, con la bandera de 
los derechos humanos, pero también de la exi-
gencia de un Estado de Derecho fundado en un 
modelo democrático consolidado y con una 
amplia participación ciudadana. Siguen siendo 
premisas para el cambio, siguen siendo utopías 
para las sociedades mexicanas. 
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Reconceptualizar las palabras vida y muerte 

 

 

 

La Revista Proceso de 21/08/2023, nos proporciona la siguiente información: “Trasplantan 
con éxito riñón de cerdo a hombre con muerte cerebral”. Un tema de bioética que debe de 

analizarse con profundidad, más cuando la ciencia está en constantes descubrimientos que 

nos llevará a reconceptualizar términos como la vida y la muerte.  

Hay animales inmortales, como son: La turritopsis dohrnii es 

conocida como la medusa inmortal; los elfos del mundo animal; las 

langostas, las tortugas podrían vivir eternamente; el gusano plana-

ria; ballena boreal; el Deicococcus radiodurans es una bacteria ex-

tremófila considerada uno de los organismos más resistentes del 

mundo; los tardígrados (también conocidos por osos de agua por su 

aspecto y movimientos).  

El Dr. José Luis Cordeiro, profesor de la Singularity Univer-

sirty de Silicon Valley, afirma que el progreso tecnológico permitirá 

acabar con el envejecimiento, estamos en la antesala de la muerte 

de la muerte.1 En uno de los números de la Revista TIME, en su 

portada dice que en 2045 el hombre será inmortal. 

Desde el punto de vista médico, una persona se le considera muerta, por muerte cere-

bral o por paro de corazón.2 Sin embargo, se considera que,  

La definición de muerte: suspensión permanente del funcionamiento del organismo como 
un todo, no ha merecido observaciones ni del punto de vista teórico ni práctico.3 

Científicos afirmaban que la vida humana tiene un fin que es la muerte; hoy, se piensa 

diferente, la muerte no es el fin, es tan solo enfermedad y se está luchando para curarla 

definitivamente. Los avances son sorprendentes. 

Para el polémico doctor Hwang Woo-Suk, sostiene que “la mayoría de las personas 
consideran que cuando cesan las funciones cerebrales o deja de latir el corazón, entonces el 
individuo murió. Pero nosotros tenemos otra perspectiva, la muerte ocurre cuando las células 

                                                           
1 La muerte de la muerte | José Cordeiro | TEDxBosqueLaHerrería. [En línea] [Consulta: 22/08/ 

2023]. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=8jJ0kSgOTKc  
2 El País, versión electrónica de 09/12(1982. La OMS considera necesidad imperiosa la definición legal 

de la muerte. 
3 [En línea] [Consulta: 21/08/2023]. Disponible en: https://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttex   

t&pid=S0034-98872004000100015#:~:text=La%20definici%C3%B3n%20de%20muerte%3A%20sus-

pensi%C3%B3n,de%20vista%20te%C3%B3rico%20ni%20pr%C3%A1ctico.  
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de un organismo ya no tienen el potencial de ser cultivadas como una línea celular. Ahí se 
ocurre la muerte…Una sola célula es un ser vivo”.4 

El periódico “El País” de 25/08/2023, a través de una nota de Raúl Limón, titulada “El 
científico que ‘resucita’ moléculas de neandertales para encontrar nuevos antibióticos,” in-

forma que: “El grupo del español César de la Fuente en la Universidad de Pensilvania recrea 

material biológico humano extinguido a partir de inteligencia artificial”. 

Estamos viviendo una época en que la ciencia y tecnología crecen en forma exponencial, 

y estamos a punto de ver cosas casi “mágicas,” “sorprendentes”, “increíbles”. Esperemos 

con entusiasmo.  

 

 

 

 
National Human Genome Research Institute 

 

                                                           
4 Documental en Netflix: “El Rey de los clones. La caída del Dr. Hwong Woo-Suk”. Promocional en 

línea: https://www.youtube.com/watch?v=C9Jlfcg2U5E  



 

 

 

 

 

El Derecho Viviente en la praxis 
 

JOSÉ GILBERTO GARZA GRIMALDO 

Licenciado en Derecho, Maestro y Doctor. Profesor Investigador del Posgrado de la 

Unidad Académica de Derecho de la Universidad Autónoma de Guerrero 

garzagrimaldo33@yahoo.com.mx 

 

 

 

Cuando monitoreo las órbitas de los asteroides, cometas y planetas -

cada uno de ellos un bailarín que hace piruetas en un ballet cósmico 

coreografiado por las fuerzas de la gravedad-, a veces olvido que de-

masiada gente actúa en total y deliberada desconsideración por la de-

licada interacción de la atmósfera, los océanos y la tierra del planeta, 

consecuencias que los hijos de nuestros hijos presenciarán y por las 

que tendrán que pagar con su salud y bienestar. 

Neil deGrasse Tyson, Astrofísica para gente con prisa, Paidós, México, 

2023, p. 187. 

 

 

INTRODUCCIÓN 

La sociedad liquida sumergida en los problemas creados por el sistema económico de la 

muerte, pierde de vista su origen en la vida, su relación con la naturaleza, hasta con la so-

ciedad misma. 

Recientemente el Tribunal Internacional de los Derechos de la Naturaleza, ha emitido 

su sentencia sobre el Tren Maya, y ni siquiera los integrantes del gobierno se ruborizaron, 

al contrario, siguen afirmando que están llevando el desarrollo al sur del país.1 

El presidente de Brasil, Luis Ignacio Lula, organizó la “Cumbre Amazónica”, y según la 

prensa especializada, los resultados no fueron positivos entre los ocho países que participa-

ron.  

                                                           
1 [En línea] [Consulta: 20/08/2023]. Disponible en: https://www.rightsofnaturetribunal.org/tribunals/m        

aya-train-tribunal-2023/?lang=es  



SEPTIEMBRE 2023 

VI 

RTVE, resalta en su versión electrónica: “La cumbre de la Amazonía concluye sin 

acuerdos concretos, pero insta a los países desarrollados a cooperar”.2 

Sin embargo, se han generado otras noticias, algunas de ellas, vienen a fortalecer la 

esperanza de poder lograr un cambio al paradigma biocentrico. Otras, parecen reafirmar la 

idea que estamos destinados o condenados a viajar y vivir en otros mundos.3 

Así lo aseguró Stephen Hawking,4 y recientemente, Elon Musk, se comprometió a llevar 

seres humanos y poblar otros planetas.5 

Veamos algunas noticias: 

 

1. EL PERIÓDICO “LA JORNADA” DE 17 DE AGOSTO DE 2023, INFORMA QUE LA SUPREMA CORTE DE 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, APROBÓ ATRAER EL AMPARO PROMOVIDO A FAVOR DE LA ELEFANTA ELY, 

DEL ZOOLÓGICO DE ARAGÓN, EN LA CIUDAD DE MÉXICO, A QUIEN ALGUNAS ORGANIZACIONES DE 

PROTECCIÓN DE ANIMALES QUIEREN ENVIAR A UN SANTUARIO EN BRASIL 

Estamos plenamente convencidos que la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconocerá 

a Ely, como sujeto de derecho, lo que implicará un paso gigante en los derechos de los 

animales en nuestro país. Recordemos el Caso Sandra en Argentina, que vino a revolucionar 

el derecho desde la perspectiva biocentrica. 

Sin embargo, el zoológico zochilpan de Chilpancingo, 

Gro., como otros zoológicos en el país, los animales están pri-

vados de su libertad ante la absurda complacencia de las au-

toridades en todos los niveles. 

Tiene que llegar ante la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, para que el derecho evolucione ante la omisión o ne-

gligencia del poder legislativo.6 

Hay un antecedente biocentrico en México, el reconoci-

miento de los cenotes como sujetos de derecho.7 

                                                           
2 [En línea] [Consulta: 17/08/2023]. Disponible en: https://www.rtve.es/noticias/20230809/cumbre-

amazonia-concluye-sin-acuerdos-concretos/2453725.shtml  
3 Adiós a la Humanidad: Científicos Revelan el Último Destino del Hombre. [En línea] [Consulta: 17/08/  

2023]. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=LUdG1-NgWqM  
4 Escalofriante predicción de Stephen Hawking. [En línea] [Consulta: 19/08/2023]. Disponible en: 

https://www.youtube.com/watch?v=jMfLDVuzo8M  
5 Regreso al Espacio (2022) Documental | Tráiler Doblado Español Latino (Elon Musk). [En línea] 

[Consulta: 10/08/2023]. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=qnfrrb2DHSU  
6 Diana Lastiri. El destino de Ely, en manos de la Suprema Corte…La elefanta Ely permanece en el 

Zoológico de Aragón en espera de que la Suprema Corte resuelva sobre un amparo que la reconoce 

como “persona no humana” con derecho a ser protegida de malos cuidados y eventualmente liberarla 

para ser enviada a un santuario en Brasil. Revista Proceso versión electrónica. [En línea] [Consulta: 

12/07/2023]. Disponible en: https://www.proceso.com.mx/nacional/2023/7/12/el-destino-de-ely-en 

-manos-de-la-suprema-corte-310538.html  
7 Los cenotes de la Península de Yucatán como sujetos de derechos. [En línea] [Consulta: 18/08/2023]. 

Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=ssjcHxrCWZM https://conacento.com.mx/reconoce          
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2. EL PERIÓDICO “EL HERALDO” DE 14 DE AGOSTO DE 2023, RESALTA COMO “HISTÓRICO: CONOCE A 

LOS NUEVOS NIÑOS HÉROES DEL CAMBIO CLIMÁTICO”. Y AGREGA: UN TRIBUNAL DE MONTANA FALLÓ 

ESTE LUNES A FAVOR DE UN GRUPO DE NIÑOS Y JÓVENES QUE ACUSARON A ESTE ESTADO DEL OESTE 

DE ESTADOS UNIDOS DE VIOLAR SU DERECHO A UN “MEDIOAMBIENTE LIMPIO Y SANO”, EN UN JUICIO 

CLIMÁTICO HISTÓRICO 

Se Agrega: “La jueza Kathy Seeley, declaró inconstitucional una ley de Montana que prohíbe 

a la administración local tomar en cuenta el impacto de los gases de efecto invernadero en 

el clima a la hora de conceder permisos a empresas de combustibles fósiles”. 

Un grupo de jóvenes en Montana, combatieron por la vía jurisdiccional la inconsistencia 

constitucional de la misma, por violar su derecho a un medio ambiente sano. Dicha ley estaba 

fuera de los compromisos adquiridos en diversos tratados y acuerdos internacionales. 

El espíritu indomable de guerrero de Greta Thunberg, estuvo en la conciencia de estos 

jóvenes para reclamar sus derechos, que finalmente se ve favorecida toda la sociedad.  

La joven líder noruega es un icono ambientalista del siglo XXI. Deberíamos emular su 

entusiasmo, coraje, valentía en defensa del medio ambiente, de la vida misma. 

Su discurso es fuerte, pero sólido. No es momento para discursos diplomáticos, es el 

momento de despertar y exigir con gallardía el respeto de los derechos de la naturaleza, 

hacer efectivo el derecho de lo viviente. Ver Anexo 1.  

Hacer valer nuestros 

derechos humanos con plena 

conciencia ante los gobiernos 

comprometidos con el capital 

o visión neoliberal, es ur-

gente y necesario. Ver anexo 

2. 

 Nuestra apatía o des-

dén por cuestiones de lo vi-

viente, contribuye a acelerar 

la destrucción de la vida en el 

planeta azul.  

Como exigía Stéphane Hassel: ¡Indignaos! 

 

 

 

 

 

                                                           
n-a-cenotes-de-yucatan-como-sujetos-de-derecho/ https://causanatura.org/visualizacion-de-dato  

s/cenotes-como-sujetos-de-derecho-un-reclamo-de-comunidades-mayas-para-frenar-danos-de-

industria-porcicola  
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3. LA PRENSA DE LIMA RESALTA QUE EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL “DECLARÓ LA EXISTENCIA DE 

UN ESTADO DE COSAS INCONSTITUCIONAL EN LA REGIÓN LORETO ANTE LA VULNERACIÓN MASIVA 

DEL DERECHO AL AGUA POTABLE, LA FALTA DE ACCESO A LA RED DE AGUA Y AL SISTEMA DE ALCAN-

TARILLADO, EN ESPECIAL RESPECTO DE SECTORES EN SITUACIÓN DE POBREZA. LA DECLARACIÓN AL-

CANZA TAMBIÉN A LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL DETECTADA Y LA SUBSECUENTE VULNERACIÓN 

DE OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES –TALES COMO A LA SALUD, LA VIDA, EL BIENESTAR, LA VI-

VIENDA, ENTRE OTROS– COMO CONSECUENCIA DE LA FALTA DE ACOPIO Y GESTIÓN DE LOS RESIDUOS 

SÓLIDOS Y LA FALTA DE TRATAMIENTO DE LAS AGUAS RESIDUALES”.8 

Mientras en muchos estados de la república, entre ellos, el Estado de Guerreo, las autorida-

des son omisas para hacer efectivo el derecho al agua potable, pueden pasar meses, y en 

algunos lugares hasta años, sin tener agua potable. Bueno, si quiera agua entubada. 

En México, obviamente el Estado de Guerrero, hay 

estrés hídrico. Cada trienio o sexenio, es parte de las pro-

mesas o compromisos políticos terminar con el problema 

del agua, no se cumple. Hemos sido testigos de lamenta-

bles hechos de desesperación por La carencia de agua, 

como sucedió hace un par de meses en la Ciudad de Mon-

terrey, Nuevo León.  

Los derechos humanos tienen como principios la uni-

versalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresivi-

dad, como se aprecia en el resumen de la nota periodística. 

 

4. MAÍZ TRANSGÉNICO 

El periódico “La Jornada” de 18/08/2023 en su editorial titulado “Maíz transgénico: defender 

la vida”, informa que Estados Unidos someterá a un panel de resolución de disputas bajo el 

T-MEC, para obligar a México a adquirir y consumir el maíz transgénico producido por ese 

país.  

Hay bastante literatura científica sobre los efectos nocivos al consumir alimentos trans-

génicos, uno de ellos, por ejemplo, es la obra “El Mundo según Monsanto” (2008) de Marie 

Monique Robin,9 quien en forma documentada da cuenta de ello. Recuerdo un documental que 

está en línea y que en su momento causó conmoción cuando después de tres meses de ali-

mentar ratas en laboratorio con alimento transgénico, a las ratas les produjeron tumores.10 

                                                           
8 [En línea] [Consulta: 16/08/2023]. Disponible en: https://www.tc.gob.pe/institucional/notas-de-pre             

nsa/tc-declara-la-existencia-de-un-estado-de-cosas-inconstitucional-en-la-region-loreto-por-fa              

lta-de-acceso-al-agua-y-contaminacion-ambiental/?fbclid=IwAR1ixZH4Gs5QJhskfILtVJpCHZEXXIH          

ECDkEDyc5Bqu1Zpf6YNBAZJT_y7I  
9 “EL MUNDO SEGÚN MONSANTO” - Documental completo (doblado al Español). [En línea] [Con-

sulta: 18/08/2023]. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=PwxCEKotnbg&t=348s  
10 Los transgénicos, ¿cancerígenos? un estudio francés reabre el debate. [En línea] [Consulta: 

18/08/2023]. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=2B4n9b5JIYs  
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La ciencia vs ciencia, eso aparenta. Expliquémonos, científicos éticos llegan a la con-

clusión científica del daño que causa alimentarse de transgénicos, además, del daño evolutivo 

a las plantas.  

Por otra parte, abogados de esas empresas transnacionales con dictámenes de otros 

científicos contradicen a los científicos éticos. Hay científicos éticos que han sido demanda-

dos por sumas millonarias por las empresas transnacionales, que han tenido que reconocer 

obligadamente su error en la investigación. 

Hace años se autorizó en forma experimental sembrar semilla transgénica, pero se les 

abrió la puerta a las empresas y hoy ya no quieren salir. 

Es de obligada lectura la Guía roja y verde de alimentos transgénicos de Green Peace, 

quien argumenta que: 

El cultivo de transgénicos supone incremento del uso de tóxicos en la agricultura, con-
taminación genética, contaminación del suelo, pérdida de biodiversidad, desarrollo de 
resistencias en insectos y ‘malas hierbas’, riesgos sanitarios y efectos no deseados en 
otros organismos. Los efectos sobre el conjunto de los seres vivos son irreversibles e 
imprevisibles. 

Los riesgos sanitarios a largo plazo de los OMG presentes en nuestra alimentación o en 
la de los animales cuyos productos consumimos no se están evaluando correctamente 
y su alcance sigue siendo desconocido. Nuevas alergias, aparición de nuevos tóxicos, 
pérdida de eficacia de ciertos medicamentos o efectos inesperados son algunos de los 
riesgos. 

Los OMG refuerzan el control de la alimentación mundial por parte de unas pocas em-
presas multinacionales. Son una de las armas predilectas de estos dictadores de la ali-
mentación, y lejos de constituir un medio para luchar contra el hambre, aumentan los 
problemas alimentarios. Los países que han adoptado masivamente el uso de cultivos 
transgénicos son claros ejemplos de una agricultura no sostenible. 

La solución al hambre y la desnutrición pasa por el desarrollo de técnicas sostenibles y 
justas, el acceso de los pueblos a los alimentos que producen y el empleo de técnicas 
como la agricultura y las ganaderías ecológicas. La industria de los transgénicos utiliza 
su poder comercial e influencia política para desviar los recursos financieros que de-
berían destinarse a proteger las verdaderas soluciones a los problemas agrarios y ali-
mentarios del mundo.11  

 

 

 

 

 

                                                           
11 [En línea] [Consulta:19/08/2023]. Disponible en: https://archivo-es.greenpeace.org/espana/Global/     

espana/2015/Report/transgenicos/GuiaRojaVerdeTransgenicos_5edicion_Actualizacion062015.pdf  
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5. LA ERA DEL CALENTAMIENTO GLOBAL HA TERMINADO. LA ERA DE LA EBULLICIÓN GLOBAL HA 

LLEGADO” ANTONIO GUTERRES, SECRETARIO GENERAL ONU 

La prensa internacional de 29 de julio del pre-

senta año, dio a conocer la terrible noticia vertida 

por el secretario de la Naciones Unidas, Antonio 

Guterres, en el sentido de que: “La era del ca-

lentamiento global ha terminado. Ha llegado la 

era de la ebullición global. El aire es irrespirable, 

el calor es insoportable, y el nivel de beneficios 

de los combustibles fósiles y la inacción climática 

es inaceptable”.12 

Recordemos que la ebullición es un proceso físico en el que un líquido pasa a estado 

gaseoso. En general ocurre cuando la temperatura de la totalidad del líquido iguala al punto 

de ebullición del líquido a esa presión.13 

Las últimas investigaciones sobre Marte, se afirma que hubo vida, al menos agua, pero 

esta se evaporó hace tres mil 500 años.14 El conocido astrofísico, Neil De Grasse Tyson, en 

su obra “Astrofísica para la gente que tiene prisa,” sostiene que “Marte era húmedo y quizás 

fértil, incluso antes de que la tierra lo fuera”.15 

No obstante, esta terrible noticia, la destrucción del planeta continua. Sin embargo, la 

sociedad continua en lucha ante la omisión del Estado. Un ejemplo de ello es el evento aca-

démico siguiente. 

 

6. VIII SEMINARIO INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DE LA NATURALEZA 

Ha empezado a circular la convocatoria al VIII Seminario sobre los Derechos de la Naturaleza, 

con el tema: “La constitucionalización de los Derechos de la naturaleza (Derecho de lo vi-

viente, Derecho animal) en Nuestra América: Complejidad, capital, problemas y perspectivas 

en el Siglo XXI” Nuestra América, que se llevará a cabo 6, 7 y 8 de diciembre 2023.  

 

                                                           
12 “El Secretario General de la ONU, Antonio Guterres, ha ofrecido en una rueda de prensa algunos 

datos sobre la situación del cambio climático en el planeta. Se han registrado las temperaturas más 

altas todo el mundo y grandes partes de los Estados Unidos están bajo advertencia de calor... ”La era 

del calentamiento global ha terminado, empieza la ebullición global”, ha subrayado Guterres. Los nue-

vos datos muestran que julio de 2023 será el mes más caluroso jamás registrado en la historia de la 

humanidad…Citando datos publicados por la Organización Meteorológica Mundial y el Servicio de Cam-

bio Climático Copérnico de la Comisión Europea, ha aseverado que el calentamiento “inequívoco” es 

causado por la actividad humana”. ONU-GUTERRES: “La era del CALENTAMIENTO GLOBAL ha ter-

minado, empieza la EBULLICIÓN GLOBAL” | RTVE. [En línea] [Consulta: 17/08/2023]. Disponible 

en: https://www.youtube.com/watch?v=PFVwt9OuXts  
13 [En línea] [Consulta: 21/08/2023]. Disponible en: https://definicion.de/ebullicion/ 
14 Agua en Marte se evaporó hace 3.500 millones de años. [En línea] [Consulta: 17/08/2023]. Dispo-

nible: https://www.youtube.com/watch?v=CZkNuVIya7Y  
15 De Grasse Tyson, Neil, “Astrofísica para la gente que tiene prisa, Paidós, México, 2023, p. 195. 
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Mesas de trabajo 

1. Los derechos de la Madre Naturaleza en el contexto del capital y la compleja unidad 

dialéctica de la Naturaleza y la Humanidad en el Siglo XXI. 

2. La Constitucionalización de los derechos de la Naturaleza en Nuestra América: Com-

plejidad, problemas y perspectivas. 

3. Espectro complejo de los problemas epocales relativos, a la Naturaleza y a la Huma-

nidad desde las ciencias y las humanidades en Nuestra América del Siglo XXI y particular-

mente del derecho como ciencia, filosofía, técnica, academia y su correspondiente praxis 

histórica y concreta, con énfasis en las contribuciones civilizatorias de las Comunidades An-

cestrales. 

 

Será un evento académico hibrido y convocan entre otros:  

Universidad Nacional de Cajamarca Perú. 

Universidad Autónoma de Guerrero. 

Cuerpo Académico Consolidado “Problemas Sociales, Humanos y de la Naturaleza”. 

Catedra Internacional “Carlos Marx”. 

Maestría en Derecho-UAGro. 

Maestría en Humanidades-UAGro. 

Cuerpo Académico en Consolidación “Democracia y Sociedad”. 

Cátedra para la Paz-UAGro. 

UAGro Verde. 

Earth Law Center 

Inter-Cambio Social A.C. 

Academia Mexicana de Derecho del Trabajo y Previsión Social-Delegación Guerrero. 

Consejo de la Crónica del Estado de Guerrero, A.C. 

Instituto de Investigación del Pensamiento Peruano y Latinoamericano (IIPPLA)-Perú. 

Instituto Peruano de Investigación Jurídica y Cibernética (IPIJC). 

Red Nacional de Licenciaturas en Historia y sus Cuerpos Académicos (RENALIHCA). 

Universidad Autónoma de Sinaloa. 

Maestría en Ciencias Políticas de la Universidad Central Marta Abreu de las Villas Cuba. 

Cuerpo Académico “Teoría y Derecho Internacional” BUAP. 

Consejo de Ciencia, Tecnología e Innovación del Estado de Guerrero (COCITYEG). 

Unidad de Investigación de la Facultad de Derecho y Ciencia Política de la Universidad 
Nacional Mayor de San Marcos-Perú. 

Fundación “Stop Ecocidio” Cambiemos la ley protejamos la tierra. 

Casa Latina- Consejos se Asentamientos Sustentables de América Latina. 
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Organización por los Derechos de la Madre Tierra en México. 

Posgrado en Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, de la Universidad 

Autónoma de la Ciudad de México (UACM). 

 

COMENTARIO FINAL 

Cada día en los medios de comunicación se informa del avance o retroceso en cuestiones 

ambientales, por ejemplo, el periódico “El País” de 19/08/2023, mediante un reportaje de 

Alicia Fábregas, titulado: “Vivir frente al océano y no poder tocarlo: más de media década de 

playas contaminadas en Tijuana”. Agrega: “El mar de esta localidad fronteriza con EE UU 

tiene altos niveles de contaminación fecal. Además de un riesgo sanitario, es también un 

problema de justicia ambiental”.16 

Muchas playas en el mundo se encuentran en la misma situación, México no es la ex-

cepción. 

Resulta curioso que autoridades competentes declaran contaminada X playa, inmedia-

tamente la autoridad estatal o municipal, desmiente tal declaración, nadando en dichas playas, 

las autoridades mismas, como una prueba de que no hay contaminación. ¿Pero a donde se 
van las aguas negras? 

El mismo periódico “El País” de 02/08/2023, mediante un estupendo trabajo de Sebas-

tián Padrón Jaramillo, con el nombre de “Vacaciones de Verano 2023: estas son las playas 

más sucias en México”. Agregando: “Luego de analizar muestras de 289 playas en todo el 

país, la Cofepris señaló que hay 14 playas que no son aptas para el uso recreativo pues tienen 

un alto índice de la bacteria Enterococcus faecalis”.17 

Son décadas que México tiene este problema y no hay solución definitiva, destruyendo, 

además, ecosistema marino y manglares. 

La autorización indebida de construcción de viviendas con visión mercantilista, han con-

tribuido al deterioro ambiental. Las mismas autoridades invitan a capitalistas invertir en in-

fraestructura sin ninguna visión ecológica. 

                                                           
16 [En línea] [Consulta: 19/08/2023]. Disponible en: https://elpais.com/america-futura/2023-08-19/vi       

vir-frente-al-oceano-y-no-poder-tocarlo-mas-de-media-decada-de-playas-contaminadas-en-ti-

juana.html  
17 [En línea] [Consulta: 19/08/2023]. Disponible en: https://elpais.com/mexico/2023-08-02/vacacione       

s-de-verano-2023-estas-son-las-playas-mas-sucias-en-mexico.html “¿Cuáles son las playas más 

sucias de México? 

Luego del muestreo, la Cofepris señaló a 14 playas ubicadas en seis entidades, desde Baja California 

hasta Veracruz, que tienen el máximo de bacterias. El siguiente listado detalla cada una por Estado: 

En Rosarito y Tijuana, Baja California: Rosarito, Rosarito I y Tijuana; en Tapachula, Chiapas: Linda y 

Escolleras; en Acapulco y Zihuatanejo, Guerrero: Caletilla, Hornos Tlacopanocha y playa principal; en 

Puerto Vallarta, Jalisco: Oasis; en Puerto Escondido, Oaxaca: Puerto angelito y playa principal; en la 

zona centro de Veracruz, Veracruz: Pelícano y Regatas”. 



SUPLEMENTO ECOLOGÍA 

XIII 

Hay una frase en México en el sentido de que se avance un paso, pero se retrocede 

dos, tres, cuatro, etc. El problema es mundial, además de la muerte de los ríos, lagunas, lagos, 

desaparición de Islas. 

De ahí la importancia del derecho con visión biocentrica; recordemos los artículos de la 

Carta de Derecho de lo Viviente, pero, sobre todo, impulsemos su incorporación en la legis-

lación y su aplicación en la vía jurisdiccional. 

Artículo 1. Objetivos, principios y claves de interpretación 

Con el objetivo de lograr la armonía entre el ser humano, los animales y la Naturaleza, 

la presente Carta pretende integrar los diversos ordenamientos jurídicos del mundo con el 

fin de sentar para el futuro los principios y las claves de interpretación de derecho de lo 

viviente. 

Artículo 2. Reconocimiento de derechos anteriores 

Esta Carta reconoce en los seres vivientes derechos que preceden a las leyes positivas. 

Artículo 3. Primacía de lo viviente sobre cualquier otra consideración 

El interés de los seres humanos y los animales, deben ser privilegiados cómo así tam-

bién la integridad de los ecosistemas. 

Estos intereses sólo pueden verse afectados de manera excepcional, mesurada y ex-

traordinaria. 

Artículo 4. Equilibrio y regeneración de los ciclos de vida 

Los desarrollos, de carácter social, económico, legal, tecnológico o de cualquier otro 

tipo, individual o colectivo, deben estar guiados por la búsqueda de un equilibrio justo y viable 

dentro de la comunidad de los vivientes cuidando de preservar y regenerar sus ciclos y 

procesos vida. 

Artículo 5. Integración en el derecho de lo viviente de datos no antropocéntricos 

Todos los avances no antropocéntricos deben ser tomados en cuenta por el derecho de 

lo viviente para estimular dinámicas legales y adecuadas como así también para preservar el 

futuro de la Madre Tierra y de aquellos quienes son acogidos por ella. 

Artículo 6. Criterio de lo viviente y los derechos de las personas no humanas 

Cada orden jurídico debe ser ampliado, basado en el criterio de lo viviente, como así 

también la noción de persona física para incluir a las personas no humanas previamente de-

signadas. 

Los derechos positivos, específicos y adecuados, distintos de los atribuidos a las per-

sonas humanas, deben ser reconocidos con respecto a los principios que emanan de esta 

Carta.  
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ANEXO 1. 

 

DISCURSO DE GRETA THUNBERG ANTE EL SECRETARIO GENERAL DE LA ONU, ANTÓNIO GUTERRES 

(DIC 21, 2018) 

Durante 25 años una innumerable cantidad de personas han venido a las puertas de las con-

ferencias sobre el clima de las Naciones Unidas para pedirles a los líderes que detengan las 

emisiones. Pero, evidentemente, esto no ha dado resultado ya que las emisiones siguen en 

aumento. 

Así que no les pediré nada. 

En cambio, voy a pedirles a los medios que empiecen a tratar la crisis como lo que es, 

una crisis. 

En cambio, voy a pedirles a todos en el mundo que se den cuenta de que nuestros 

líderes políticos nos han fallado. 

Porque nos enfrentamos a una amenaza existencial y no tenemos tiempo para seguir 

con esta locura. 

Los países ricos como Suecia tienen que empezar a reducir las emisiones en, por lo 

menos, un 15% cada año para lograr el objetivo de calentamiento de un máximo de 2 grados. 
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Uno pensaría que los medios y todos nuestros líderes estarían hablando solamente de esto, 

pero no. Nadie ni siquiera lo comenta. 

Prácticamente nadie tampoco habla sobre el hecho de que estamos en medio de la sexta 

extinción masiva, con una extinción de hasta 200 especies por día. 

Además, nadie nunca menciona el aspecto de la equidad que está claramente establecido 

en todo el Acuerdo de París, y que es absolutamente necesario que funcione a escala mundial. 

Esto significa que países ricos como el mío deben llegar a cero emisiones dentro de los 

próximos 6 a 12 años, según la velocidad actual de las emisiones, para que los habitantes de 

los países pobres puedan mejorar su estilo de vida construyendo algunas de las infraestruc-

turas que nosotros ya hemos construido, como ser hospitales, electricidad y agua potable. 

¿Cómo podemos pretender, si no, que países como India, Colombia o Nigeria se preo-

cupen por la crisis climática si a nosotros, que ya lo tenemos todo, no nos importan ni un 

poco nuestros compromisos reales con el Acuerdo de París? 

Así que cuando comenzaron las clases en agosto de este año fui a sentarme en el piso 

afuera del Parlamento sueco. Hice huelga escolar por el clima. 

Algunos dicen que debería estar en clase en lugar de hacer todo esto. Otros que debería 

estudiar para ser científica en climatología y “resolver la crisis climática”. Pero la crisis 

climática ya está resuelta. Ya tenemos los datos y soluciones. 

Además, ¿por qué me pondría a estudiar para un futuro que pronto quizás ya deje de 

existir, mientras nadie hace nada para salvarlo? ¿Y qué sentido tiene aprender teoría cuando 

los datos más importantes claramente no significan nada para nuestra sociedad? 

Hoy en día consumimos 100 millones de barriles de petróleo por día. No existe ninguna 

política para cambiar esto. No hay ninguna norma para evitar que sigan explotándolo. 

Así que no podemos salvar el mundo siguiendo las reglas. Porque son las reglas las que 

tienen que cambiar. 

Entonces, no hemos venido hasta aquí para rogarles a los líderes del mundo que se 

ocupen de nuestro futuro. Ellos nos han ignorado y lo volverán a hacer. 

Estamos aquí para decirles que habrá un cambio les guste o no. El pueblo estará a la 

altura de las circunstancias. Y dado que los líderes se están comportando como niños, noso-

tros tendremos que asumir la responsabilidad que ellos deberían haber asumido hace mucho 

tiempo. 

Greta Thunberg18 

 

—O— 

 

 

                                                           
18 [En línea] [Consulta:20/08/2023]. Disponible en: https://medium.com/greta-thunberg-translations-

of-her-own-words/discurso-de-greta-thunberg-ante-el-secretario-general-de-la-onu-ant%C3%     

B3nio-guterres-88afb86d068a  
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Resumen. Junto a la Opinión Consulta 23/17 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible –Agenda 2030– de las Naciones Unidas, el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Informa-

ción Ambiental, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el 

Caribe, conocido como Acuerdo de Escazú, establece una serie de estándares mínimos que los Estados de la 

región deben cumplir para garantizar el acceso a la justicia ambiental y asegurar el debido proceso ambiental. 

Abstract. Along with Advisory Opinion 23/17 of the Inter-American Court of Human Rights and the Sustainable 

Development Goals - Agenda 2030 - of the United Nations, the Regional Agreement on Access to Information, 

Public Participation and Justice in Environmental Matters in Latin America and the Caribbean, known as the Escazú 

Agreement, establishes minimum standards that the States of this region must comply with to guarantee access 

to environmental justice and ensure environmental due process. 

 

“El siglo XXI será el siglo de la justicia ambiental, o no será” 

 

INTRODUCCIÓN 

En conjunto con la Opinión Consultiva 23/17 del 15 de noviembre de 2017 de la Corte Inter-

americana de Derechos Humanos sobre medio ambiente y derechos humanos1 y los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible –Agenda 2030– de las Naciones Unidas,2 el Acuerdo Regional sobre 

el Acceso a la Información Ambiental, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en 

Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, conocido como Acuerdo de Escazú,3 

                                                           
1 Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_23_esp.pdf (Consultado 19 de junio 

de 2023). 
2 Disponible en: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-desarrollo-sostenible/ 

(Consultado 19 de junio de 2023). 
3 El Acuerdo de Escazú es el primer tratado ambiental de América Latina y el Caribe. Se abrió a la 

firma de los países el 27 de septiembre de 2018 en la ONU. Entró en vigor el 22 de abril de 2021. A 

la fecha cuenta con 15 estados parte: Uruguay, Panamá, Argentina, México, Ecuador, Bolivia, Nicara-

gua, Saint Kitts y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Guyana, Antigua y Barbuda, Santa Lucía, Belice, 
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establece una serie de estándares o presupuestos que los Estados de nuestra región deben 

cumplir para garantizar el acceso a la justicia ambiental y asegurar el debido proceso am-

biental. 

El Acuerdo de Escazú, en las disposiciones generales del artículo 4, reconoce que las 

obligaciones incluidas en su texto establecen un nivel mínimo y no máximo de protección, por 

lo que ninguna disposición del Acuerdo impide a las Partes conceder grados de protección 

más amplios respecto a los derechos de acceso. Además, señala que cada Parte debe avanzar 

en la adopción de la interpretación que sea más favorable al pleno goce y respeto de los 

derechos de acceso.4  

En virtud de lo anterior, el objetivo del presente artículo es desarrollar estos estándares 

mínimos a la luz del ordenamiento jurídico ambiental costarricense, a efectos de determinar 

su recepción, compatibilidad y cumplimiento dentro del derecho interno.  

 

1. INTERAMERICANIZACIÓN DEL ACUERDO DE ESCAZÚ 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, a partir de la Opinión Consultiva OC-23/17 

del 15 de noviembre de 2017, así como de la sentencia Comunidades Indígenas miembros de 
la Asociación (Nuestra Tierra) vs Argentina del 06 de febrero de 2020, en aplicación del 

principio de progresividad de los derechos humanos, se dio a la tarea de desarrollar el de-

recho a un ambiente sano, tanto desde su dimensión de derecho autónomo como en relación 

a otros derechos humanos sustantivos (vida, salud, agua potable, saneamiento, alimentación 

adecuada, participar en la vida cultural) y procedimentales o de acceso (información ambien-

tal, participación pública en la toma de decisiones ambientales, justicia ambiental, libertad de 

expresión), así como las obligaciones estatales derivadas de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos para su efectivo cumplimiento.  

En esta línea jurisprudencial de progresividad, en la reciente sentencia Baraona Bray 
vs Chile del 24 de noviembre de 2022,5 la Corte Interamericana integró el Acuerdo Regional 

sobre el Acceso a la Información Ambiental, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia 

en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, conocido como Acuerdo de Escazú, 

al corpus iuris interamericano, otorgándole estatus de estándar internacional en materia am-

biental.6  

                                                           
Chile y Granada. Disponible en: https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43595/S220079    

8_es.pdf (Consultado 19 de junio de 2023). 
4 CEPAL, Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la 

Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe: Guía de Implementación, Santiago, 

2022, pp.27, disponible en: https://www.cepal.org/es/publicaciones/48494-acuerdo-regional-acceso-

la-informacion-la-participacion-publica-acceso-la (Consultado 25 de junio de 2023).  
5 Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_481_esp.pdf (Consultado 25 

de junio de 2023) 
6 El párrafo 126 de la sentencia dispuso: “Sobre el particular, la Corte recuerda que estándares inter-
nacionales en materia ambiental resaltan la importancia de que los Estados adopten medidas adecuadas 
y efectivas para proteger el derecho a la libertad de opinión y expresión y el acceso a la información 
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El Acuerdo de Escazú, en vigor desde el 22 de abril del 2021, tiene por objetivo garan-

tizar la implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de 

acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de toma de decisio-

nes ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la creación y el 

fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del dere-

cho de cada persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente 

sano y al desarrollo sostenible; convirtiéndose en el primer instrumento internacional, a nivel 

global, en tutelar los derechos de los defensores de los derechos humanos. 

Ahora bien, siguiendo la doctrina jurisprudencial de la Corte Interamericana de Dere-

chos Humanos, desarrollada en la resolución de supervisión de cumplimiento del caso Gelman 
vs Uruguay del 20 de marzo de 2013, sobre la eficacia de sus sentencias en procesos con-

tenciosos, estas pueden desplegar efectos directos e indirectos, dependiendo si se trata de 

un Estado que ha sido parte en el caso o de los demás Estados que han suscrito la compe-

tencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  

En el primer supuesto, para Chile, la sentencia Baraona Bray conlleva la obligación de 

cumplir la totalidad de esta por parte de todas las autoridades nacionales, incluidas las auto-

ridades jurisdiccionales, quienes están inhibidas de imponer obstáculos a través de interpre-

taciones que tiendan a restringir o evadir lo ordenado por la Corte. 7  

Mientras que, para Costa Rica, como Estado suscriptor de la competencia contenciosa 

de la Corte no parte del caso, dicha sentencia implica que, todas sus autoridades públicas y 

todos sus órganos, incluidas las instancias democráticas, jueces y demás órganos vinculados 

a la administración de justicia, en todos los niveles, deben ejercer, en el marco de sus res-

pectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, un control de con-

vencionalidad tanto en la emisión y aplicación de normas, en cuanto a su validez y compati-

bilidad con la Convención, como en la determinación, juzgamiento y resolución de situaciones 

particulares y casos concretos, teniendo en cuenta el propio tratado y, según corresponda, 

los precedentes o lineamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana.  

A la vez, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional en materia de derecho inter-

nacional de los derechos humanos,8 la Ley de Jurisdicción Constitucional9 y el Convenio para 

                                                           
con el fin de garantizar la participación ciudadana en asuntos ambientales la cual resulta de vital im-
portancia en la materialización y protección del derecho al medio ambiente sano, conforme al Acuerdo 
de Escazú (supra párr. 100)”.  
7 Miranda Bonilla, H. El Control de Convencionalidad: una visión desde el ordenamiento jurídico cos-

tarricense, Revista PGBC, volumen 11, número 1, junio 2017, pp. 236-237, disponible en: https://www.    

corteidh.or.cr/tablas/r38102.pdf (Consultado 25 de junio de 2023). 
8 Al respecto es posible citar, entre otras, los votos constitucionales: 6240-1993, 2485-1994, 2313-

1995, 2988-1999, 10693-2002, 8098-2007, 8075-2008, 18884-2008, 12716-2012, 6247-2013, 

10540-2013, 20139-2014.  
9 Ley 7135 del 11 de octubre de 1989, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normati    

va/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=38533&nValor3=0&strTipM=FN 

(Consultado 25 de junio de 2023). La Ley de Jurisdicción Constitucional establece las reglas sobre 

jerarquía (artículo 14), interpretación (artículo 3) y aplicación (artículo 2) del derecho internacional y 

comunitario. 
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la sede la Corte Interamericana de Derechos Humanos,10 si bien Costa Rica aún no ratifica el 

Acuerdo de Escazú,11 al formar parte del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y 

reconocer la jurisdicción de la Corte Interamericana, una vez que esta última lo interameri-
canizó a través de la sentencia antes citada, el Acuerdo de Escazú ingresó al bloque de cons-

titucionalidad costarricense12 como fuente del sistema interamericano y estándar internacio-

nal ambiental, con lo cual, la Sala Constitucional estaría habilitada en utilizarlo para interpre-

tar las obligaciones derivadas del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado 

del artículo 50 constitucional, y en virtud de ello, la normativa de rango infraconstitucional 

debe estar acorde con este instrumento internacional de derechos humanos y medio am-

biente. 

Cabe destacar que, desde el 2010, la Sala Constitucional, en múltiples ocasiones,13 ha 

utilizado en sus sentencias, como fuente y estándar internacional en materia de derechos de 

acceso ambiental, al Convenio sobre Acceso a la Información, Participación del Público en la 

toma de decisiones y Acceso a la Justicia en materia de medio ambiente, conocido como 

Convenio de Aarhus de la Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa,14 del que 

Costa Rica no es Estado Parte, para interpretar las obligaciones derivadas del artículo 50 

constitucional en esta materia.  

De esta forma, si la Sala Constitucional ha venido utilizando de forma sostenida y re-

currente como fuente normativa y estándar internacional al Acuerdo de Aarhus, con mucha 

más razón puede acudir al Acuerdo de Escazú15 que desarrolla los derechos de acceso am-

biental en nuestra propia región, ahora que integra el corpus iuris interamericano.  

Es posible concluir que, a partir de la sentencia interamericana Baraona Bray vs Chile, 

el Acuerdo de Escazú ingresó al bloque constitucional costarricense como fuente y estándar 

internacional en materia de derechos humanos y medio ambiente.  

 

                                                           
10 Ley 6889 del 09 de setiembre de 1983, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Nor-

mativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=35927&nValor3=0&strTipM=   

FN (Consultado 25 de junio de 2023). Artículo 27 desarrolla la eficacia de las resoluciones de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos.  
11 Se recomienda al lector el artículo de este mismo autor denominado: El Acuerdo de Escazú sin Costa 

Rica, disponible en: https://www.acodicr.org/single-post/el-acuerdo-de-escaz%C3%BA-sin-costa-

rica (Consultado 23 de junio de 2023). 
12 De conformidad con la Constitución Política, Ley de Jurisdicción Constitucional y la propia jurispru-

dencia de la Sala Constitucional, el bloque de constitucionalidad costarricense se encuentra integrado 

por la Constitución Política, el derecho internacional de los derechos humanos, derecho internacional 

ambiental, derecho internacional del mar y los principios constitucionales. 
13 Votos constitucionales: 7789-2010, 881-2014, 14518-2017, 14519-2017, 14639-2017, 4117-

2018, 20355-2018, 14950-2021, 20267-2021, entre otros 
14 Firmado el 25 de junio de 1998 en la ciudad danesa de Aarhus y en vigor desde el 30 de octubre de 

2001. Disponible en: https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/acceso_informacion_desarrollos_convenio_    

aahrus.pdf (Consultado 26 de junio de 2023). 
15 En el voto constitucional 2023-11236 del 12 de mayo de 2023, el apartado VII que incluye las 

razones diferentes de los magistrados Rueda Leal, Garita Navarro y Fernández Agüero, por primera 

vez se desarrolla la sentencia interamericana Baraona Bray vs Chile y el Acuerdo de Escazú.  
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2. ESTADO DE DERECHO AMBIENTAL Y LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE 

El Estado de Derecho en materia ambiental es el marco jurídico de derechos y obligaciones 

sustantivos y procesales que incorpora los principios del desarrollo ecológicamente sosteni-

ble en el Estado de Derecho. El fortalecimiento del Estado de Derecho Ambiental constituye 

la clave para la protección, conservación y restauración de la integridad ambiental. Sin él, la 

gobernanza ambiental y el cumplimiento de los derechos y obligaciones podrían tornarse 

arbitrarios, subjetivos e impredecibles.16  

El Estado de Derecho Ambiental se basa en elementos clave de la buena gobernanza, 

entre ellos: el respeto a los derechos humanos, incluido el derecho a un medio ambiente 

limpio, saludable y sostenible; medidas para asegurar el cumplimiento efectivo de leyes, re-

glamentos y políticas, incluyendo una adecuada aplicación del derecho penal, civil y adminis-

trativo, la responsabilidad por daños ambientales y mecanismos para la resolución imparcial, 

independiente y oportuna de las controversias; así como reglas eficaces sobre el acceso 

equitativo a la información, la participación pública en la toma de decisiones y el acceso a la 

justicia.17 

El Estado de Derecho en materia ambiental conlleva el cumplimiento de una serie de 

obligaciones procesales y sustantivas, entre ellas, la de garantizar a las generaciones actua-

les y futuras, así como a los demás organismos vivos con quienes se comparte el planeta, el 

acceso a la justicia ambiental a través de procesos jurisdiccionales y/o administrativos efec-

tivos, oportunos, públicos, transparentes, imparciales y sin costos prohibitivos.18 

De esta forma, el Estado de Derecho Ambiental es fundamental para lograr los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible – Agenda 2030 - de las Naciones Unidas, especialmente el Objetivo 

16 titulado: Paz, Justicia e Instituciones Sólidas, que incluye obligaciones estatales de pro-

mover el estado de derecho; garantizar la igualdad de acceso a la justicia para todos; crear 

instituciones eficaces y transparentes que rindan cuentas; garantizar la adopción de decisio-

nes inclusivas, participativas y representativas; garantizar el acceso público a la información; 

proteger las libertades fundamentales y promover y aplicar leyes y políticas no discrimina-

torias en favor del desarrollo sostenible. 

 

3. DERECHO PROCESAL AMBIENTAL 

En el Estado de Derecho, el derecho procesal tiene como función general facilitar la aplica-

ción efectiva de los derechos y normas sustantivas o de fondo. En ese sentido, el derecho 

procesal social se ubica en una posición intermedia entre el derecho procesal dispositivo y 

                                                           
16 UICN. Declaración Mundial de la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza acerca 

del Estado de Derecho en materia ambiental, 2016, disponible en: https://www.iucn.org/sites/dev/fi-

les/content/documents/spanish_declaracion_mundial_de_la_uicn_acerca_del_estado_de_dere-

cho_en_materia_ambiental_final.pdf (Consultado16 de junio de 2023)  
17 BID/WJP, Indicadores de Gobernanza Ambiental para América Latina y el Caribe, 2020, disponible 

en: https://publications.iadb.org/es/indicadores-de-gobernanza-ambiental-para-america-latina-y-

el-caribe (Consultado 16 de junio de 2023) 
18 Artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, disponible en: https://www.cor-

teidh.or.cr/tablas/17229a.pdf y artículo 8.3.j del Acuerdo de Escazú, disponible en: https://reposito-

rio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43595/S2200798_es.pdf (Consultados 17 de junio de 2023) 
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el inquisitivo, buscando el equilibrio entre el impulso procesal a cargo de las partes del pro-

ceso y la intervención oficiosa de la autoridad jurisdiccional, así como otorgar un tratamiento 

preferente y equilibrador para la parte o partes más débiles de la relación jurídica procesal, 

a las cuales el ordenamiento jurídico les ha otorgado, previamente, una protección especial 

y calificada, incluso de rango constitucional y/o convencional.  

A raíz de lo anteriormente expuesto, el derecho procesal social, que involucra materias 

socialmente sensibles como el derecho procesal laboral, procesal agrario y procesal de fa-

milia, obliga a una serie de cambios y transformaciones en la interpretación y aplicación de 

los institutos procesales clásicos a efectos de garantizar una real igualdad procesal.  

En esa línea, el derecho procesal ambiental comparte una serie de características co-

munes con el derecho procesal social, buscando otorgar el máximo de garantías procesales 

a individuos y grupos, para la defensa de sus derechos subjetivos, intereses legítimos e in-

tereses supraindividuales, partiendo del hecho de que los débiles de la relación procesal en 

los conflictos socioambientales lo son tanto el propio ambiente, como los individuos, grupos 

y poblaciones especialmente vulnerables a las afectaciones ambientales, tales como: pueblos 

indígenas y comunidades locales, afrodescendientes, niños, mujeres, adultos mayores, mino-

rías, personas viviendo en extrema pobreza, personas con discapacidad, comunidades cos-

teras y de islas pequeñas, entre otras.19 

El carácter finalista y evolutivo del derecho ambiental, su condición de derecho humano 

y fundamental, así como la consolidación de sus principios rectores, en especial los de pro-

gresividad, no regresión, precautorio e in dubio pro natura, obligan un nuevo enfoque her-

menéutico para el derecho procesal ambiental. La hermenéutica debe posicionarse en una 

herramienta procesal esencial e imprescindible para la tutela efectiva del medio ambiente.20 

De esta forma, el derecho ambiental sustantivo necesita verse reforzado con procedi-

mientos y normas procesales que permitan su correcta y efectiva aplicación en los procesos 

donde se discuten controversias jurídico-ambientales.21 

                                                           
19 Con relación a los grupos especialmente vulnerables, la Opinión Consultiva OC-23-17 de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, en su párrafo 67, dispuso, que: “distintos órganos de derechos 
humanos han reconocido como grupos especialmente vulnerables a los daños ambientales a los pueblos 
indígenas, a los niños y niñas, a las personas viviendo en situación de extrema pobreza, a las minorías, 
a las personas con discapacidad, entre otros, así como han reconocido el impacto diferenciado que 
tiene sobre las mujeres. Asimismo, entre estos grupos especialmente vulnerables a la degradación del 
medio ambiente, se encuentran las comunidades que dependen, económicamente o para su supervi-
vencia, fundamentalmente de los recursos ambientales, sea el medio marino, las áreas forestales o los 
dominios fluviales, o porque debido a su ubicación geográfica corren un peligro especial de afectación 
en casos de daños ambientales, tales como las comunidades costeñas y de islas pequeñas. En muchos 
casos, la especial vulnerabilidad de estos grupos ha ocasionado su reubicación o desplazamiento in-
terno”. 
20 Peña Chacón, M. y González Ballar, R. El Proceso Ambiental en Costa Rica, Editorial Isolma, 2015, 

disponible en: https://escuelajudicialpj.poder-judicial.go.cr/Archivos/bibliotecaVirtual/derechoAmbien     

tal/ambiental_mario_pena/El%20Proceso%20Ambiental%20en%20Costa%20Rica.pdf (Consultado 17 

de junio de 2023), pp. 21. 
21 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 21. 
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4. ESTÁNDARES MÍNIMOS DEL DERECHO AL ACCESO A LA JUSTICIA, RETOS Y DESAFÍOS PARA SU 

EFECTIVO CUMPLIMIENTO 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la Opinión Consultiva OC-23/17,22 con-

sideró que el acceso a la justicia ambiental constituye una norma imperativa del derecho 

internacional que encuentra asidero en los artículos 1, 25 y 8.1. de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos y en distintos instrumentos internacionales, entre ellos, la Decla-

ración de Río23 (Principio 10) que garantiza el acceso efectivo a los procedimientos, inclu-

yendo resarcimiento de daños y los recursos pertinentes; la Carta Mundial de la Naturaleza24 

y la Agenda 21,25 que establecen la forma en que deben utilizarse los recursos destinados a 

una indemnización por daños ambientales. 

En esa misma línea, el Acuerdo de Escazú, en su artículo 8, establece una serie de 

estándares o presupuestos mínimos que los Estados deben cumplir, para garantizar el acceso 

a la justicia ambiental y asegurar el debido proceso ambiental, mismos que se proceden a 

desarrollar a la luz del ordenamiento jurídico ambiental costarricense. 

 

4.1. Órganos estatales competentes con acceso a conocimientos especializados en materia 
ambiental26 

Tanto la OC-23/17, como el Acuerdo de Escazú, disponen que, de conformidad con las reglas 

del debido proceso, los Estados deben garantizar el derecho de toda persona a acceder a 

órganos jurisdiccionales y/o administrativos autónomos, independientes, imparciales, para 

impugnar o recurrir cualquier decisión, acción u omisión que afecte o pueda afectar de manera 

adversa al medio ambiente o contravenir normas jurídicas relacionadas con el medio am-

biente, así como remediar cualquier violación a los derechos humanos ambientales sustanti-

vos y procedimentales.27 

Idealmente, las controversias jurídico-ambientales deben ser conocidas por órganos 

jurisdiccionales y/o administrativos especializados en la materia, aplicando procedimientos y 

normas procesales diseñadas para tal efecto, o al menos, a través de jueces con acceso a 

conocimientos especializados en materia ambiental, tales como peritos y especialistas am-

bientales.  

Es importante señalar que la obligación de crear jurisdicciones ambientales especiali-

zadas, o bien, órganos o procedimientos jurisdiccionales o administrativos especializados no 

quedó plasmada, de forma taxativa, en el texto del Acuerdo de Escazú, siendo que el estándar 

                                                           
22 Párrafos 233 a 240. 
23 Disponible en: https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/documents/declaracionrio.htm (Consultado 

19 de junio de 2023). 
24 Disponible en: https://www.gob.mx/semarnat/articulos/carta-mundial-de-la-naturaleza (Consul-

tado 19 de junio de 2023). 
25 Disponible en: https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/agenda21sptoc.htm (Consultado 

19 de junio de 2023). 
26 Artículo 8.3.a del Acuerdo de Escazú. 
27 Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículos 1, 25 y 8.1; Opinión Consultiva 23/17 

Corte Interamericana de Derechos Humanos - párrafo 237 -; Acuerdo de Escazú, artículo 8 incisos 1, 

2 y 3.b.  
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mínimo establecido en el artículo 8.3.a fue el de contar con órganos estatales competentes 

con acceso a conocimientos especializados en materia ambiental.28  

Para el año 2016, en el mundo operaban 350 cortes y tribunales especializados en ma-

teria ambiental, ubicados en al menos 50 países, a nivel nacional, estatal y provincial.29 A lo 

largo y ancho de América Latina y el Caribe es posible encontrar órganos estatales con ac-

ceso a conocimientos especializados en materia ambiental, tales como ministerios y secre-

tarías ambientales, defensorías de derechos humanos, procuradurías, ministerios públicos, 

así como tribunales jurisdiccionales o administrativos.  

Chile30 y El Salvador31 tienen jurisdicciones ambientales especializadas, mientras que 

Costa Rica, desde hace décadas, cuenta con un Ministerio de Ambiente y Energía, una Pro-

curaduría y una Fiscalía especializadas en materia ambiental, y desde la promulgación de la 

Ley Orgánica del Ambiente en 1995,32 con un órgano administrativo especializado en impartir 

justicia ambiental denominado Tribunal Ambiental Administrativo, cuyos fallos agotan la vía 

administrativa y sus resoluciones son de acatamiento estricto y obligatorio.  

Por su parte, tanto la Ley de Biodiversidad33 en su numeral 108, como el reciente Código 

Procesal Agrario34 en el artículo 282, dejaron prevista la posibilidad de creación de una ju-

risdicción ambiental especializada. De igual forma, la Política Ambiental Institucional del Po-

der Judicial35 dispone que “debe valorarse la experiencia de otros países que han desarro-
llado esa Jurisdicción Especializada y aprovechar las buenas prácticas y lecciones aprendidas 
de esas experiencias, lo cual se espera lograr con la cooperación internacional”. 

Ahora bien, de conformidad con el numeral 108 de la Ley de Biodiversidad, mientras no 

exista una jurisdicción ambiental especializada, toda controversia de índole ambiental es 

competencia exclusiva de la jurisdicción contencioso-administrativa. Las controversias que 

                                                           
28 Artículo 8.3.a del Acuerdo de Escazú. 
29 Pring, G. y Pring, C. Environmental Courts and Tribunals, A Guide for Policy Makers, UNEP, 2016, 

pp.01.  
30 Ley 20600, Crea Tribunales Ambientales, disponible en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNor     

ma=1041361 (Consultado 20 de junio de 2023). 
31 Decreto 684, Ley que crea la Jurisdicción Ambiental, disponible en: https://observatoriop10.cepal.    

org/es/instrumento/ley-que-crea-la-jurisdiccion-ambiental-decreto-no-684#:~:text=Ambiental%20    

(Decreto%20No.-,684),Instancia%2C%20de%20una%20C%C3%A1mara%20Ambiental. (Consultado 20 

de junio de 2023). 
32 Ley 7554 del 04 de octubre de 1995, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/SCIJ/Busqueda/Nor    

mativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=27738&nValor3=93505&strTip    

M=FN (Consultado 20 de junio de 2023). 
33 Ley 7788 del 30 de abril de 1998, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Norma-

tiva/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=39796&nValor3=0&strTipM=FN 

(Consultado 20 de junio de 2023). 
34 Ley 9609 del 27 de setiembre de 2018, rige a partir del 28 de febrero de 2025, disponible en: http://  

www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nV    

alor2=88308&nValor3=0&strTipM=FN (Consultado 20 de junio de 2023). 
35 Disponible en: https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/act-1-0003-5510-23 (Consultada 25 

de junio de 2023) 
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se susciten entre particulares donde no medie acto u omisión administrativa y que no invo-

lucren el dominio público, deben ser dilucidadas ante la jurisdicción agraria; mientras que 

aquellos conflictos que no impliquen acto u omisión administrativa, dominio público ni activi-

dad agraria, supletoriamente son competencia de la jurisdicción civil; los delitos contra la 

biodiversidad son juzgados por la jurisdicción penal; quedando siempre abierta la vía juris-

diccional del recurso de amparo ambiental por violación al derecho humano al ambiente sano 

y ecológicamente equilibrado (artículo 50 constitucional y 26 del Pacto de San José), resorte 

exclusivo de la jurisdicción constitucional. 

Respecto al estándar bajo estudio, el principal reto a mediano plazo sería cumplir con 

la creación de una jurisdicción ambiental especializada. A corto plazo, lo ideal sería la crea-

ción de un procedimiento propio y de una sección especializada dentro de la jurisdicción 

contencioso-administrativa para atender exclusivamente la materia ambiental.36 

 

4.2. Procedimientos efectivos, oportunos, públicos, transparentes, imparciales y sin costos 
prohibitivos37  

Por la especialidad de la materia, además de efectivos, oportunos, públicos, transparentes, 

imparciales y sin costos prohibitivos, los procesos ambientales deben ser céleres, expeditos, 

informales, de tramitación preferente y tutela expedita. Además, es recomendable que se 

guíen por los principios generales del proceso, en especial los de inmediatez, concentración, 

publicidad, itinerancia del juez y gratuidad, en estricta armonía con las reglas del debido 

proceso. Los procedimientos ambientales deben evitar el exceso de formalismos y todas 

aquellas actuaciones contrarias a la celeridad procesal, sin demérito de la calidad de las 

decisiones administrativas o judiciales, las cuales deben ajustarse a criterios científicos y 

jurídicos, así como a la búsqueda de la verdad real.38 

En virtud de la trascendencia de la materia, las audiencias en los procesos ambientales 

deben gozar de un privilegio de prioridad con relación a otros tipos de procesos. Las audien-

cias idealmente deben ser orales y públicas, y de ser posible, celebrarse en el sitio de afec-

tación o donde acontecieron los hechos objeto de la controversia ambiental (in situ) y prac-

ticarse en el mismo acto, la inspección y cualquier otra clase de estudio de campo que re-

quiera la participación de peritos y consultores técnicos, a fin de que el juez pueda aprovechar 

el asesoramiento del dictaminante y asegurarse que la pericia ha sido ejecutada a cabalidad.39 

                                                           
36 Peña Chacón, M, González Ballar, R. Un procedimiento propio y una sección especializada del Tri-
bunal Contencioso Administrativo como alternativas necesarias para una justicia ambiental efectivo, 

en Peña Chacón, M. Lecturas sobre Justicia Ecológica (recurso digital), Posgrado en Derecho, Univer-

sidad de Costa Rica, 2023, pp. 209. Disponible en: https://bibliotecacorteidh.winkel.la/lecturas-sobre-

justicia-ecol%C3%B3gica (Consultado 21 de junio de 2023)-. 
37 Artículo 8.3.b del Acuerdo de Escazú. 
38 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 21. 
39 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 21. 
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Los procesos para la tutela de intereses o derechos supraindividuales de carácter am-

biental deben integrar todas aquellas reglas que permitan la acumulación de procesos, inte-

gración de intereses, comunicación de resoluciones, así como las particularidades propias de 

las sentencias, sus efectos, reglas de ejecución e impugnación.40 

Los procesos ambientales requieren un cambio en la genética de los jueces, quienes 

deben pasar de una posición clásica de neutralidad, pasividad, legalismo y formalismo, a con-

vertirse en jueces proactivos, dinámicos, directores del proceso y jefes de la prueba;41 todo 

con el fin de asegurar y garantizar el interés público ambiental.42  

Con el fin de llegar a la verdad real, los procesos ambientales deben reconocerle a los 

jueces amplios poderes-deberes, especialmente para interpretar y aplicar las normas pro-

cesales y sustantivas; declarar los procesos ambientales de trámite preferente; determinar 

la legitimación activa para lograr la representación adecuada de los intereses comprometi-

dos;43 admitir terceros dentro del proceso; adoptar medidas cautelares;44 ordenar las audien-

cias, informes, producción de pruebas pericial o científica;45 publicitar y comunicar los actos 

del proceso;46 establecer sanciones pecuniarias disuasivas47 y gratificaciones financieras48 

cuando ello esté permitido por el sistema jurídico; ejecutar la sentencia,49 debiendo ejercer 

facultades moldeadoras del proceso que permitan la mayor participación social y defensa 

efectiva del interés público ambiental, cumpliendo estrictamente con las reglas constitucio-

nales y convencionales del debido proceso y el derecho de defensa, sin perjuicio de su fa-

cultad para acelerar el trámite del proceso, mediante formas sencillas que se adapten a la 

naturaleza de la cuestión planteada.50 

En Costa Rica, el Tribunal Ambiental Administrativo, una instancia administrativa inno-

vadora establecida por la Ley Orgánica del Ambiente de 1995, sufre una saturación histórica 

que le impide impartir justicia ambiental de forma efectiva. A la fecha, existe un único tribunal 

para todo el país, ubicado en San José, que instruye expedientes físicos que no están digita-

lizados, y cuyas resoluciones (actos administrativos) con efectos propios, tales como: medi-

das cautelares y sentencias, pueden ser objeto de control posterior de legalidad y constitu-

cionalidad en las vías jurisdiccionales correspondientes, todo lo cual conspira con una justicia 

ambiental célere y cumplida.51 Cabe destacar que en los últimos años se han aprobado dos 

                                                           
40 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 21. 
41 Cafferatta, N. Proceso Colectivo Ambiental a la luz de la Ley 25675 General del Ambiente, en Revista 

de Direito Ambiental, año 8, enero – marzo 2003, Editora Dos Tribunais, Sao Paulo, 2003, pp. 162. 
42 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 23. 
43 Artículo 8.3.c del Acuerdo de Escazú. 
44 Artículo 8.3.d del Acuerdo de Escazú. 
45 Artículo 8.3.e del Acuerdo de Escazú. 
46 Artículo 8.4.b y 8.4.c del Acuerdo de Escazú. 
47 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 207-217. 
48 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 239. 
49 Artículo 8.3.f del Acuerdo de Escazú. 
50 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 23. 
51 Peña Chacón, M. Retos y desafíos de la Justicia Ambiental en Costa Rica, en Peña Chacón, M. Lec-

turas sobre Justicia Ecológica (recurso electrónico), Posgrado en Derecho, Universidad de Costa Rica, 
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reformas legislativas a la Ley Orgánica del Ambiente que buscan mejorar el desempeño del 

Tribunal Ambiental. 52 

Por su parte, la realidad actual de las jurisdicciones contencioso-administrativa, civil, 

penal y agraria es la de los extensos plazos de duración de sus respectivos procesos, resul-

tando entonces que la justicia en general (incluyendo la justicia ambiental) no es pronta ni 

cumplida, siendo este uno de los mayores retos a enfrentar.53  

En la vía constitucional del amparo ambiental no hay condena en costas salvo temeridad, 

ni requiere patrocinio letrado. En igual sentido, el procedimiento administrativo ante el Tri-

bunal Ambiental Administrativo tampoco requiere de patrocinio letrado para el estableci-

miento de denuncias ni da lugar a la imposición de costas a favor o en contra de la Adminis-

tración ni del interesado.54 La vía agraria cuenta con asesoría permanente y especializada 

para poblaciones en condición de vulnerabilidad, tales como: personas de escasos recursos, 

pueblos indígenas, mujeres agricultoras, personas de la tercera edad, a través de la Defensa 

Pública Agraria del Poder Judicial. 

Con excepción de los casos anteriormente expuestos, en las demás vías jurisdicciona-

les, la regla general es la obligación de patrocinio letrado y la condena en costas para la parte 

vencida, salvo casos de litigio de buena fe, donde es posible encasillar a los litigios en favor 

del interés público ambiental. 

De esta forma, el requisito del patrocinio letrado y la posibilidad de condena en costas 

personales y procesales en las jurisdicciones contencioso-administrativa y civil, constituyen 

barreras que impiden garantizar un verdadero y efectivo acceso a la justicia ambiental.  

El Código Procesal Civil, a través de los procesos sumarios interdictales (amparo de 

posesión y restitución) y de suspensión de obra nueva y derribo, permite la tutela del dominio 

público ambiental. 55 

                                                           
2023, pp. 106, disponible en: https://bibliotecacorteidh.winkel.la/lecturas-sobre-justicia-ecol%C3%B    

3gica# (Consultado 20 de junio de 2023) 
52 A través de la Ley N° 9684 del 13 de mayo del 2019 se modificó los artículos 107, 108 y 109 de la 

Ley Orgánica del Ambiente en materia de denuncias, procedimiento e información solicitada a otros 

entes público y privados por parte del Tribunal Ambiental Administrativo. Por su parte, en el 2021 se 

aprobó reforma legislativa a Ley Orgánica del Ambiente que avala que los jueces y juezas del citado 

Tribunal tramiten de manera unipersonal expedientes y modifica las competencias del órgano para 

focalizarse exclusivamente en aquellos casos en exista un daño ambiental. 
53 Peña Chacón, M, y González Ballar, R., Un procedimiento propio y una sección especializada del 
Tribunal Contencioso Administrativo como alternativas necesarias para una justicia ambiental efectiva, 
en Peña Chacón, M. Lecturas sobre Justicia Ecológica (recurso electrónico), Posgrado en Derecho, 

Universidad de Costa Rica, 2023, pp. 216, disponible en: https://bibliotecacorteidh.winkel.la/lecturas-

sobre-justicia-ecol%C3%B3gica# (Consultado 20 de junio de 2023) 
54 Artículo 328 de la Ley General de Administración Pública, número: 6227 del 02 de mayo de 1978, 

disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=    

NRM&nValor1=1&nValor2=13231&nValor3=0&strTipM=FN (Consultado 22 de junio de 2023). 
55 Peña Chacón, M. La tutela de intereses supraindividuales en el nuevo Código Procesal Civil, Dere-

choaldia.com del 07 de enero de 2016, disponible en: https://derechoaldia.com/index.php/218-todos     

/procesal-civil/procesal-civil-doctrina/787-la-tutela-de-los-intereses-supraindividuales-en-el-un    

evo-codigo-procesal-civil (Consultado 23 de junio de 2023). 
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El nuevo Código Procesal Agrario establece por primera vez en un código procesal 

costarricense, un procedimiento especial ambiental.56 Además de dar paso a la oralidad y 

facilitar el acceso a la justicia agraria, contempla en su capítulo V, disposiciones procesales 

especiales para la tutela del ambiente que incluye un proceso de trámite especial que prioriza, 

en relación a otros procesos, el emplazamiento, la programación de actos necesarios para 

medidas tutelares, señalamiento de audiencia, emisión de sentencia, acorta el plazo de con-

testación de la demanda en procesos ordinarios y de la programación de la audiencia prepa-

ratoria.57 

A la vez, incorpora dentro del procedimiento especial ambiental, normas específica-

mente diseñadas para la materia ambiental sobre medidas cautelares, tipos de condenas, re-

composición e indemnización, ejecución y fiscalización de sentencias.58 

Contar con un procedimiento especial dentro de la jurisdicción agraria es el principal 

avance que ha tenido, hasta la fecha, el derecho procesal ambiental costarricense. El principal 

reto será la delimitación de competencias (concurrentes o excluyentes) entre las jurisdiccio-

nes agraria, contenciosa administrativa y civil, tratándose de la tutela de bienes ambientales 

de dominio público.59  

                                                           
56 Peña Chacón, M. Justicia ambiental en el nuevo Código Procesal Agrario, Diario Ambiental DPI nú-

mero 219 del 25 de octubre de 2018, disponible en: https://dpicuantico.com/sitio/wp-content/uploads    

/2018/10/Chac%C3%B3n-Ambiental-25.10.pdf (Consultado 20 de junio de 2023). 
57 Peña Chacón, M, Op.cit. 
58 Peña Chacón, M, Op.cit. 
59 En el artículo titulado Apuntes sobre dominio público, el autor Rolando Segura Ramírez (2022), 

refiriéndose al régimen costarricense de protección del dominio público expone: “En nuestro país, este 
tipo de controversia tradicionalmente se le ha reservado al Juez Contencioso Administrativo, pero dada 
la solución de los procesos, y en algunos casos, la escasa incidencia que se tiene sobre la problemática 
que se enfrenta, muy a pesar de las soluciones dadas, nos preguntamos acerca de la conveniencia en 
torno a mantener esa competencia en la Jurisdicción Contenciosa, y valorar la posibilidad de trasladarla 
al Juez Civil o al Juez Agrario. De hecho, en reformas recientes tanto del Código Procesal Civil, como 
la reforma procesal Agraria, se asoman de manera tímida algunas normas, que podrían conceder com-
petencia a estos jueces, en relación con la protección de bienes que se consideran de dominio público. 
Así en el Código Procesal Civil, 106.2 se admite el interdicto de amparo de posesión, contra actos que 
se realizan afectando el uso y el disfrute de bienes públicos, en detrimento de la colectividad. Y el de 
restitución 106.3 CPC, la ciudadanía en general en caso de bienes públicos, son despojados ilegítima-
mente de bienes públicos. Es cierto que no regula, supuestos de titularidad de bienes, pero no deja de 
ser interesante. En relación con el Código Procesal Agrario, el artículo 28.2 le da participación a la 
Procuraduría General de la República, en asuntos relativos a la tutela del dominio público, del ambiente 
y en el ejercicio de las demás atribuciones conferidas por el ordenamiento jurídico, y el artículo 33, 
que se refiere a supuestos de litis consorcio necesario, debe integrarse a 4) La Procuraduría General 
de la República, en los casos relativos a bienes del dominio público. Pues esto no implica, un cambio 
radical en lo que hemos venido haciendo, pero abre la posibilidad de discutir al menos parte de este 
tema, ante un Juez que quizá no está tan imbuido por la visión clásica del dominio público”. Disponible 

en: https://www.dropbox.com/s/ywfwisewc4sj0vg/Tribunal%20Contencioso%20Administrativo%20y%    

20Civil%20de%20Hacienda%20de%20Costa%20Rica%2050%20aniversario.pdf?dl=0&fbclid=IwAR286     

9sMUZsgB8wXQsOb0AlOlqVZyyONcKxGiskrSfsYleqsGc-kGkDxGho (consultado 20 de junio de 2023) 
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Tal y como se expuso en el apartado anterior, siguiendo la experiencia de la jurisdicción 

agraria remozada con el nuevo Código Procesal Agrario, sería muy recomendable dotar a la 

jurisdicción contenciosa administrativa de un procedimiento propio y una sección especiali-

zada que faciliten la tutela procesal efectiva del ambiente.60 

Por último, la jurisdicción constitucional, a través del recurso de amparo ambiental, se 

constituye en la única vía procesal que actualmente cumple con la obligación contenida en el 

artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de garantizar un recurso 

sencillo y rápido que ampare contra actos que violenten derechos fundamentales (artículo 50 

constitucional y 26 del Pacto de San José). También es la única vía que se ajusta a los pos-

tulados desarrollados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Con-

sultiva 23/17 respecto al derecho humano al acceso a la justicia ambiental. Lo anterior por 

sus características de sumariedad, simplicidad, celeridad, gratuidad, protección de intereses 

supraindividuales, suspensión de los efectos de actos administrativos, control de convencio-

nalidad, eficacia erga omnes y la existencia de mecanismos de seguimiento y cumplimiento 

de sus sentencias.61  

Sin embargo, en los últimos años, la tendencia de la Sala Constitucional ha pasado de 

una muy amplia apertura al recurso de amparo ambiental, a la implementación de criterios 

casuísticos, poco claros ni objetivos, e incluso, eventualmente inconvencionales, para la de-

limitación de sus competencias ambientales en relación con la jurisdicción contencioso-ad-

ministrativa, cerrándole, poco a poco, las puertas al muy exitoso amparo ambiental costarri-

cense.62 

De lo anteriormente expuesto, es posible concluir que cumplir de forma efectiva con el 

estándar aquí analizado será uno de los principales retos para el Estado costarricense. 

 

4.3. Legitimación activa amplia en defensa del medio ambiente63 

El derecho de acceso a la justicia ambiental requiere que el esquema de legitimación procesal 

sea lo suficientemente amplio como para que cualquiera, en defensa del interés público am-

biental, pueda plantear las acciones necesarias para alcanzar tal fin.64  

                                                           
60 Peña Chacón, M, y González Ballar, R., Un procedimiento propio y una sección especializada del 
Tribunal Contencioso Administrativo como alternativas necesarias para una justicia ambiental efectiva, 

en Peña Chacón, M. Lecturas sobre Justicia Ecológica (recurso electrónico), Posgrado en Derecho, 

Universidad de Costa Rica, 2023, pp. 216, disponible en: https://bibliotecacorteidh.winkel.la/lecturas-

sobre-justicia-ecol%C3%B3gica# (Consultado 20 de junio de 2023) 
61 Peña Chacón, M. Retos y desafíos de la Justicia Ambiental en Costa Rica, en Peña Chacón, M. Lec-

turas sobre Justicia Ecológica (recurso electrónico), Posgrado en Derecho, Universidad de Costa Rica, 

2023, pp. 107, disponible en: https://bibliotecacorteidh.winkel.la/lecturas-sobre-justicia-ecol%C3%B      

3gica# (Consultado 20 de junio de 2023) 
62 Peña Chacón, M, Op.cit, pp. 108. 
63 Artículo 8.3.c del Acuerdo de Escazú. 
64 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 22. 
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Por ello, deberían estar legitimados para accionar, todos los sujetos que posean o in-

voquen la afectación de intereses legítimos, derechos subjetivos e intereses supraindividua-

les (difusos, colectivos e individuales homogéneos) de carácter ambiental.65  

A la vez, entidades gubernamentales tales como: defensorías de los habitantes, procu-

radurías, fiscalías, contralorías, municipalidades, así como organizaciones no gubernamenta-

les como asociaciones y fundaciones, deberían también estar facultadas para interponer ac-

ciones en defensa del ambiente y también, deben existir normas procesales habilitantes que 

permitan la participación de terceros interesados como coadyuvantes o amici curiae. 

En Costa Rica, siguiendo el mandato del artículo 50 constitucional de que toda persona 

“está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la repa-
ración del daño”, el esquema de legitimación activa es amplio en la mayoría de las jurisdic-

ciones con competencias ambientales. En ese mismo sentido, el artículo 105 de la Ley de 

Biodiversidad dispone que “toda persona estará legitimada para accionar en sede adminis-
trativa y jurisdiccional en defensa y protección de la biodiversidad”.  

 

 

 

La jurisdicción constitucional ha venido desarrollando, desde hace más de tres décadas, 

la teoría de los intereses difusos, la cual aplica en materia de recursos de amparo ambiental 

                                                           
65 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 22. 
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y acciones de inconstitucionalidad.66 Por su parte, el artículo 10 del Código Procesal Con-

tencioso Administrativo, 67 de forma expresa, prevé legitimación activa amplia para la tutela 

de intereses difusos y colectivos, incluyendo aquellos casos de acción popular cuando así se 

disponga por ley.  

                                                           
66 En este sentido, sobre el tema de la legitimación en materia ambiental, la Sala Constitucional ha 

dicho que: “… el presupuesto procesal de la legitimación tiende a extenderse y ampliarse en una 
dimensión tal, que lleva necesariamente al abandono del concepto tradicional, debiendo entender que 
en términos generales, toda persona puede ser parte y que su derecho no emana de títulos de propie-
dad, derechos o acciones concretas que pudiera ejercer según las reglas del derecho convencional, 
sino que su actuación procesal responde a lo que los modernos tratadistas denominan el interés difuso, 
mediante el cual la legitimación original del interesado legítimo o aún del simple interesado, se difunde 
entre todos los miembros de una determinada categoría de personas que resultan así igualmente afec-
tadas por los actos ilegales que los vulneran. Tratándose de la protección del ambiente, el interés 
típicamente difuso que legitima al sujeto para accionar se transforma, en virtud de su incorporación al 
elenco de los derechos de la persona humana, convirtiéndose en un verdadero «derecho reaccional», 
que, como su nombre lo indica, lo que hace es apoderar a su titular para «reaccionar» frente a la 
violación originada en actos u omisiones ilegítimos. Es por ello que la vulneración de ese derecho 
fundamental, constituye una ilegalidad constitucional, es decir, una causal específica de amparo contra 
los actos concretos o normas autoaplicativas o, en su caso, en la acción de inconstitucionalidad, contra 
todas las normas o contra los actos no susceptibles de amparo, e incluso, contra las omisiones, cate-
goría ésta que en el caso del derecho al ambiente se vuelve especialmente importante, porque al 
tratarse de conservar el medio que la naturaleza nos ha dado, la violación más frecuente se produce 
por la inercia de las autoridades públicas en realizar los actos necesarios para protegerlos. La Juris-
dicción Constitucional, como medio jurídicamente idóneo y necesario para garantizar la supremacía del 
Derecho de la Constitución es, además de supremo, de orden público esencial, y ello implica, en ge-
neral, que una legitimación mucho más flexible y menos formalista, es necesaria para asociar a los 
ciudadanos al interés del propio Estado de Derecho de fiscalizar y, en su caso, restablecer su propia 
juridicidad”. Sentencia no. 3705-93, de las 15 horas del 30 de julio de 1993. Por su carácter suprain-

dividual, la legitimación se amplía en este campo, al establecer el Tribunal Constitucional, que la pre-

servación y protección del ambiente es un derecho fundamental, que legitima para acudir a la vía del 

amparo a toda persona. Es evidente que el enfoque sobre esta materia se separa en mucho de la 

posición que siempre se ha dado. Si tal es el sistema propugnado y plasmado en la Carta Magna, en 

base a esa estructura deberá sustentarse toda interpretación de los distintos procedimientos o proce-

sos vigentes para tutelar el ambiente. De allí que, limitar el ejercicio de ese derecho a sujetos con 

características específicas para lograr su protección administrativa o jurisdiccional, implica únicamente 

un esfuerzo por circunscribirlo a requisitos que en modo alguno compatibilizan con los postulados 

constitucionales actuales, en donde como se vio, del numeral 50 supra indicado, surge como legitimada, 

“toda persona”, para instaurar la acción respectiva en resguardo del ambiente y demandar su repara-

ción. Por su parte, el principio 10 de la Declaración de Río, haciendo alusión a la participación de todos 

los ciudadanos en cuestiones ambientales, señala que: “Deberá proporcionarse acceso efectivo a los 
procedimientos judiciales y administrativos, entre otros el resarcimiento de daños y los recursos per-
tinentes” (Declaración final de la Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 

Río de Janeiro, Brasil, 14 de junio de 1992, en Torres Ugena, en donde Costa Rica figura como uno de 

los Estados signatarios). 
67 Ley 8508 del 28 de abril de 2006, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normati    

va/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=57436&nValor3=96119&strTipM=    

FN (Consultado 20 de junio de 2023) 
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En la vía penal, el artículo 75 del Código Procesal Penal68 establece un esquema de 

legitimación amplio para la constitución de querellantes en delitos de acción pública por in-

tereses difusos y colectivos, mientras que tratándose de acciones civiles resarcitorias en 

casos de hechos punibles que afecten intereses colectivos o difusos, de acuerdo a los ar-

tículos 38 y 70 del citado cuerpo legal, estas pueden ser incoadas por la Procuraduría General 

de la República; por Asociaciones, Fundaciones y otros entes en el tanto el objeto de la 

agrupación se vincule directamente con esos intereses; así como por el directamente ofen-

dido en cuanto a los daños sufridos en sus derechos subjetivos particulares.69 

El Código Procesal Civil,70 en su numeral 19 sobre Partes y Capacidad, otorga legiti-

mación activa a grupos organizados que ostenten intereses colectivos, así como a cualquier 

sujeto que en interés de la colectividad haga valer intereses difusos.71 Es a través de los 

procesos sumarios interdictales (amparo de posesión y restitución) y de suspensión de obra 

nueva y derribo, que los derechos de incidencia colectiva encuentran cabida es esta juris-

dicción para la defensa del dominio público.72 

El nuevo Código Procesal Agrario, en su artículo 28, reconoce legitimación activa a las 

organizaciones debidamente constituidas y reconocidas conforme a la Ley, en aquellos asun-

tos en que tengan interés directo, así como a la Procuraduría General de la República, en 

asuntos relativos a la tutela del dominio público, del ambiente y en el ejercicio de las demás 

atribuciones conferidas por el ordenamiento jurídico. Ahora bien, aunque no se contemple 

                                                           
68 Ley 7594 del 10 de abril de 1996, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Norma    

tiva/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=41297&nValor3=96385&strTipM=  

FN (Consultado 20 de junio de 2023). 
69 Los artículos 38 y 70 del Código Procesal Penal fueron objeto de una acción de inconstitucionalidad 

por considerarse eran violatorios del artículo 50 constitucional y su esquema de legitimación amplia 

para la tutela del medio ambiente. Dicha acción fue declarada sin lugar por parte de la Sala Constitu-

cional a través del voto 2015-9838, que al efecto dispuso: “el legislador por razones de oportunidad 
y conveniencia puede establecer reglas de legitimación para el ejercicio de figuras dentro del proceso 
penal, sin que ello signifique una violación a lo dispuesto en el artículo 50 constitucional” 
70 Ley 9342 del 03 de febrero de 2016, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normat  

iva/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=81360&nValor3=103729&strTipM  

=FN (Consultado 20 de junio de 2023) 
71 Los numerales 106.2 y 106.3 del Código Procesal Civil, a través de intereses difusos, contemplan la 

posibilidad de interponer procesos sumarios interdictales de amparo de posesión y restitución ante 

actos perturbadores o de despojo ilegítimo que afecten el uso y disfrute de bienes públicos en detri-

mento de la colectividad. De igual forma, los sumarios de suspensión de obra nueva y de derribo de 

los artículos 107.1 y 107.2, también prevén legitimación por interés difuso en aquellos casos de obra 

nueva que pueda perjudicar bienes de naturaleza pública, o bien, ante el supuesto del mal estado de 

un edificio, construcción, árbol o inmueble que constituya una amenaza para los derechos de los tran-

seúntes o pueda perjudicar el demanio público.  
72 Peña Chacón, M. La tutela de intereses supraindividuales en el nuevo Código Procesal Civil, Dere-

choaldia.com del 07 de enero de 2016, disponible en: https://derechoaldia.com/index.php/218-todos   

/procesal-civil/procesal-civil-doctrina/787-la-tutela-de-los-intereses-supraindividuales-en-el-un    

evo-codigo-procesal-civil (Consultado 23 de junio de 2023). 
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expresamente en el citado Código, en supuestos de actividad agraria contaminante debe in-

terpretarse que la legitimación activa es por interés difuso en aplicación del artículo 50 cons-

titucional y 105 de la Ley de Biodiversidad. 

Por último, la vía administrativa del Tribunal Ambiental Administrativo, en consonancia 

con el artículo 50 constitucional, 105 de la Ley de Biodiversidad y 107 de la Ley Orgánica 

del Ambiente, reconoce una amplísima legitimación activa por intereses difusos para la in-

terposición de denuncias ambientales. 

Como puede observarse, el grueso de las vías procesales y administrativas con com-

petencias ambientales en Costa Rica cuentan con esquemas de legitimación activa amplios 

para la tutela del interés público ambiental. 

 

4.4. Posibilidad de disponer medidas cautelares y provisionales, para entre otros fines, pre-
venir, hacer cesar, mitigar o recomponer daños al medio ambiente73 

Los principios preventivo y precautorio74 justifican soluciones céleres, ágiles, inmediatas y 

expeditas dentro de los procedimientos ambientales.  

Ante daños ambientales de difícil o imposible reparación, el órgano jurisdiccional o ad-

ministrativo, de oficio o a solicitud de parte, y en cualquier estado del proceso, debe estar 

facultado para dictar medidas cautelares y provisionales de hacer, no hacer o dar, con el fin 

de prevenir, hacer cesar, mitigar o recomponer daños ambientales.75 

La falta de certeza científica absoluta o técnica no debe ser justificante para dejar de 

adoptar medidas cautelares ni provisionales a favor del ambiente. 

Todas las jurisdicciones con competencias ambientales en Costa Rica: Constitucional 

(artículo 41 de la Ley de Jurisdicción Constitucional),76 Contenciosa Administrativa (artículos 

19 y siguientes del Código Procesal Contencioso Administrativo), Agraria (artículos 282 y 

283 del Código Procesal Agrario), Civil (artículos 77 y siguientes del Código Procesal Civil) 

y Penal (artículos 67, 140, 263, 264, 289 del Código Procesal Penal y 122, 123 de las normas 

vigentes sobre responsabilidad civil del Código Penal de 1941), así como el Tribunal Am-

biental Administrativo (artículo 99 de Ley Orgánica del Ambiente y 9 del Reglamento de 

Procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo),77 cuentan con sus propias reglas pro-

cesales/procedimentales para otorgar o denegar medidas cautelares para prevenir, hacer 

                                                           
73 Artículo 8.3.d del Acuerdo de Escazú. 
74 Artículo 3 incisos e) y f) del Acuerdo de Escazú. 
75 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit, pp. 161. 
76 Ley 7135 del 11 de octubre de 1989, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Nor-

mativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=38533&nValor3=87797&str-

TipM=FN (Consultado 20 de junio de 2023) 
77 Decreto Ejecutivo 34136 del 20 de junio de 2007, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Bus-

queda/Normativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=62353&nValor3=902   

29&strTipM=FN (Consultado 20 de junio de 2023). 
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cesar, mitigar o recomponer daños ambientales, siendo que el desarrollo jurisprudencial en 

esta materia ha sido sumamente amplio.78 

El reciente Código Procesal Agrario, es el primer código procesal en incorporar reglas 

procesales específicas sobre medidas cautelares ambientales en sus artículos 282 y 283. Por 

último, el apartado 1 de la nueva Política de Persecución Penal de los delitos ambientales 

(Circular 01-PPP-2020) del Ministerio Público de Costa Rica, desarrolla ampliamente las 

políticas sobre medidas cautelares ambientales dentro de la jurisdicción penal.79 

 

4.5. Medidas para facilitar la prueba del daño ambiental, cuando corresponda y sea aplicable, 
como la inversión de la carga de la prueba y la carga dinámica de la prueba80 

En los procesos ambientales la prueba posee especial importancia, requiriendo para su va-

loración, una alta especialización y conocimiento científico. Siendo la relación de causalidad 

el presupuesto más difícil de probar, la regla general debería ser la inversión de la carga 

probatoria y cuando ello no sea posible, la carga dinámica, donde la parte procesal que se 

encuentre en mejores condiciones, según las circunstancias, es la que debe aportarla al pro-

ceso.81  

Los medios de prueba deben ser todos los que estén permitidos por el ordenamiento 

jurídico y lo ideal es que las pruebas puedan ser consignadas y aportadas al proceso mediante 

cualquier tipo de soporte documental, electrónico, informático, magnético, óptico, telemático 

o producido por nuevas tecnologías.82  

Los dictámenes emitidos por organismos especializados del Estado deben ostentar 

fuerza probatoria iuris tantum, sin perjuicio del derecho de las partes a su impugnación. Por 

ello, los dictámenes periciales deben presentarse por escrito, firmados y fechados, sin per-

juicio del informe oral en las audiencias. Deben estar fundamentados y contener, de manera 

clara y precisa, una relación detallada de las operaciones practicadas y de sus resultados, las 

observaciones de las partes o las de sus consultores técnicos, y las conclusiones que se 

formulen respecto de cada tema estudiado. Una vez rendido el informe pericial, debe ponerse 

en conocimiento de todas las partes.83  

La prueba se debe valorar en conjunto, respetando el contradictorio y conforme a los 

criterios de la lógica, experiencia, ciencia, el correcto entendimiento humano y las presun-

ciones humanas o legales.84  

La prueba ambiental es una prueba difícil, lo que determina que el juzgador debe adoptar 

una actitud proclive a favor probationen. Para casos de alta complejidad como los ambienta-

les, se propone un tratamiento diferente de la prueba. Uno de carácter innovador, destacando 

                                                           
78 Peña Chacón, M. Desmitificando el Acuerdo de Escazú, en Acuerdo de Escazú, enfoque internacional, 

regional y nacional, Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires, Editorial Jusbaires, 2022, pp.183. 
79 Peña Chacón, M. Op.cit, pp. 184. 
80 Artículo 8.3.e del Acuerdo de Escazú. 
81 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. pp. 176. 
82 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 177. 
83 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 177 y 178. 
84 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 180. 
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mayor flexibilidad en el proceso de evaluación de la sana crítica racional mediante un meca-

nismo intelectivo de apreciación de la fuerza de convicción de los medios probatorios, donde 

el intérprete debe actuar con amplitud y elasticidad, aplicando los principios sustantivos y 

procesales del derecho ambiental, especialmente el criterio hermenéutico in dubio pro na-
tura.85  

Tanto la inversión de la carga de la prueba como la carga dinámica son dos opciones 

dentro de un elenco de posibilidades no exhaustivas y no taxativas permitidas por el artículo 

8.3 del Acuerdo de Escazú, no siendo en ninguna circunstancia de aplicación automática ni 

obligatoria, sino únicamente “cuando corresponda y sea aplicable” y “considerando las cir-
cunstancias” del Estado Parte.  

A raíz de lo anterior, se hace necesario diferenciar entre la responsabilidad penal y la 

responsabilidad por daño ambiental. En la primera, priman el derecho de defensa del impu-

tado, el principio in dubio pro reo y la presunción de inocencia como garantías del debido 

proceso penal, por lo que la inversión de la carga de la prueba y la carga dinámica quedan 

excluidas, al no corresponder ni ser aplicables a la luz del artículo 8.3.e del Acuerdo, y es-

pecialmente, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de la jurisprudencia de 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Ahora bien, la inversión de la carga de la prueba y la carga dinámica de la prueba del 

daño ambiental encuentran respaldo en el derecho procesal ambiental de varios de los esta-

dos de la región, tales como Colombia, El Salvador, México y Costa Rica.  

En el caso de Costa Rica, la inversión de la carga de la prueba del daño ambiental es 

una regla procesal de más de 25 años, la cual rige desde la promulgación de la Ley de Bio-

diversidad en 199886 cuyo artículo 109 expresamente dispone que la carga de la prueba de 

la ausencia de contaminación, degradación o afectación no permitidas corresponde a quien se 

le acuse de haber ocasionado daño ambiental. 

A nivel jurisprudencial costarricense, la regla de la inversión de la carga de la prueba 

en materia de daño ambiental cuenta con un amplísimo desarrollo y respaldo en todas las 

jurisdicciones habilitadas para conocer asuntos ambientales.87 

                                                           
85 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 176. 
86 El artículo 5 dispone que la Ley de Biodiversidad servirá de marco para la interpretación del resto 

de las normas que regulan la materia objeto de la ley.  
87 Refiriéndose al artículo 109 de la Ley de Biodiversidad, la Sala Primera de la Corte Suprema de 

Justicia, en el voto 1469-F-S1-2011 de las 9:00 horas del 30/11/2011, expuso: “En primer término, 
conviene precisar, que en materia ambiental se produce una inversión en la carga de la prueba, por 
disposición expresa del cardinal 109 de la Ley de Biodiversidad, el cual, a la letra establece: “La carga 
de la prueba, de la ausencia de contaminación, degradación o afectación no permitidas, corresponderá 
a quien solicite la aprobación, el permiso o acceso a la biodiversidad o a quien se le acuse de haber 
ocasionado daño ambiental”. De ahí que no sea de recibo el argumento en el sentido de que debió 
advertirse esta inversión desde la audiencia preliminar, por cuanto es claro que su aplicación deriva 
del propio texto legal, y no de una decisión del Tribunal”. De igual forma, el Tribunal Contencioso 

Administrativo, Sección X, en la resolución número 19-2009 de las 11:59 horas del 13/02/2009, dis-

puso: “En cuanto a la inversión de la carga probatoria, establecida en el art. 109 de la Ley de Biodi-
versidad, esta es una regla procedimental fundamental en materia ambiental que, por lo indicado, no 
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Cabe destacar que, códigos procesales de más reciente promulgación en Costa Rica, 

como el Código Procesal Civil (artículo 41.1) y el Código Procesal Agrario (artículo 113), 

prevén la inversión y/o la carga dinámica de la prueba. 

 

4.6. Mecanismos de ejecución y de cumplimiento oportunos de las decisiones judiciales o 
administrativas;88 mecanismos de reparación ambiental89 y mecanismos de sistematización y 
difusión de decisiones judiciales y administrativas90 

Las decisiones en los procesos ambientales deben ser: claras, ciertas, precisas, vinculantes 

y por escrito;91 oportunas, transparentes, imparciales, justas e inclusivas; dictadas por jueces 

independientes, proactivos, con amplios poderes y conocimientos especializados en la mate-

ria ambiental; estar fundamentadas tanto en derecho (derecho ambiental y sus principios) 

como en el mejor conocimiento científico disponible (reglas unívocas de la ciencia y la téc-

nica); tomar en consideración a las generaciones presentes y futuras, así como a las demás 

                                                           
se aplicó indebidamente en el presente caso”. Por su parte, el Tribunal Agrario en la resolución número 

106-2008 de las 3:30 horas del 13/02/2008, fue enfático en señalar que: “En materia agroambiental, 
además de los presupuestos explicados en el considerando anterior, rige el denominado principio pre-
cautorio. Este principio, del cual hasta ahora se ha enfocado como parte del derecho de fondo en 
materia ambiental, viene a ser llamado como un nuevo presupuesto de aplicación para este tipo especial 
de medidas cautelares, junto con el peligro de demora y la apariencia del buen derecho. Tiene efectos 
procesales, pues amplía la legitimación activa para solicitar la medida cautelar y revierte la carga de 
la prueba (onus probandi) a favor del medio ambiente y la salud de las personas”. La Sala Tercera de 

la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia 437-2022 del 22 de abril de 2002, refiriéndose a la 

responsabilidad civil ambiental dentro de los procesos penales, expuso: “Así las cosas, se recalca que 
a partir de un análisis armonioso de la normativa ambiental referida (nacional e internacional) como de 
la doctrina y jurisprudencia que se ha citado, nuestros legisladores se han decantado por implementar 
en materia ambiental el principio “el que contamina paga” con independencia de la existencia de un 
vínculo subjetivo; con lo que nos encontramos frente a un cambio de paradigma, ya que tradicional-
mente la responsabilidad ha sido fundada en la teoría de la culpa (art. 1045 del Código Civil), mientras 
que la responsabilidad objetiva se ha visualizado de aplicación indispensable en esta rama del derecho, 
lo que presupone una ventaja a favor del lesionado, por cuanto se da una inversión de la carga de la 
prueba, dado que queda exonerado de probar la culpa o dolo del causante del daño y este último, solo 
se verá exonerado de responsabilidad, si prueba la existencia de fuerza mayor, culpa de la víctima y 
el hecho de un tercero; a diferencia de los casos de responsabilidad subjetiva; lo que se constituye en 
un beneficio para el medio ambiente, en el tanto se busca lograr que en el menor tiempo posible, este 
pueda ser restaurado y vuelva a su estado originario”. Incluso, la regla procesal de la inversión de la 

carga de la prueba ambiental fue confirmada y aplicada por el Centro Internacional de Arreglo de 

Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) del Banco Mundial en el laudo arbitral correspondiente al 

caso Aven y otros contra Costa Rica, (Caso UNCT/15/13) del 18 de setiembre del 2018. En esa oca-

sión, el tribunal arbitral del Banco Mundial externó: “Por lo tanto, en lo que respecta al medioambiente, 
la parte que alega la causalidad no requiere prueba de ello. El principio de precaución invierte la carga 
de la prueba sobre el desarrollador, y la causalidad se presume”. 
88 Artículo 8.3.f del Acuerdo de Escazú. 
89 Artículo 8.3.g del Acuerdo de Escazú. 
90 Artículo 8.4.c del Acuerdo de Escazú. 
91 Artículo 8.6 del Acuerdo de Escazú. 
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especies y ecosistemas e integrar el enfoque basado en derechos humanos, especialmente 

en relación con poblaciones vulnerables.92 

Las sentencias sobre daño ambiental deben prevenir daños futuros; cesar los actuales; 

ordenar la recomposición del ambiente (daño ambiental colectivo patrimonial y extrapatri-

monial); fijar indemnización de derechos subjetivos vulnerados (daño ambiental individual 

patrimonial y extrapatrimonial); exigir la devolución del provecho económico obtenido en 

detrimento del ambiente (plusvalía ecológica ilícita); determinar los mecanismos de control y 

fiscalización de su ejecución; incluir planes de aplicación y cumplimiento en el espacio y en 

el tiempo, y tomar en cuenta la existencia de capacidades técnicas, institucionales y presu-

puestarias para su efectiva ejecución.93 

Alcanzar un proceso ambiental efectivo solo será posible a través del reforzamiento de 

la fase de ejecución de sentencia. Por ello, se hace imperativo que las sentencias y autos con 

dicho carácter, sean estrictamente acatadas, evitando todo tipo de actos o actuaciones que 

pretendan su desnaturalización, neutralización o paralización.94  

Los mecanismos de reparación previstos por el Acuerdo de Escazú, tales como la res-

titución al estado previo al daño, la restauración, la compensación o el pago de una sanción 

económica, la satisfacción, las garantías de no repetición, la atención a las personas afectadas 

y los instrumentos financieros para apoyar la reparación, son primordiales para el efectivo 

cumplimiento de las sentencias ambientales.95 

Por otra parte, en virtud del deber de transparencia y rendición de cuentas,96 adquieren 

especial relevancia los mecanismos de recopilación y sistematización de decisiones jurisdic-

cionales y administrativas que faciliten su difusión entre los distintos operadores jurídicos 

(jueces, fiscales, procuradores, defensores públicos, abogados litigantes y estudiantes de 

derecho) y del público en general.97 

                                                           
92 Peña Chacón, M. Decisiones judiciales efectivas en materia ambiental, en: Lecturas sobre Justicia 

Ecológica, Posgrado en Derecho, Universidad de Costa Rica, 2023, disponible en: https://biblioteca-

corteidh.winkel.la/lecturas-sobre-justicia-ecol%C3%B3gica (Consultado 19 de junio de 2023), pág. 

117. 
93 Peña Chacón, M. Op.cit. 118. 
94 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 221. 
95 Artículo 8.3.g del Acuerdo de Escazú. 
96 Artículo 3.b del Acuerdo de Escazú.  
97 Artículo 8.4.c del Acuerdo de Escazú. 
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En Costa Rica, múltiples normas de rango constitucional,98 convencional99 y legal,100 

contemplan la obligación de reparación ambiental, lo cual ha sido reforzado por una gran 

cantidad de sentencias en todas las jurisdicciones con competencias ambientales.101 

Tal y como se expuso anteriormente, el nuevo Código Procesal Agrario de Costa Rica, 

es el primer código procesal en incluir un procedimiento especial ambiental con normas es-

pecíficas sobre tipos de condenas, recomposición, indemnización, ejecución y fiscalización de 

sentencias ambientales, que a continuación se desarrollan. 

En materia de sentencias ambientales, el Código Procesal Agrario contempla distintos 

tipos de condenas. Tratándose de condena de adoptar acciones u omisiones preventivas, el 

tribunal está facultado de disponer todas aquellas que sean consecuencia directa de lo re-

suelto y lo que, como parte de ello, se estime necesario para el debido control de su ejecución 

y la eficacia futura.102  

Por su parte, cuando se trate de condena por daño ambiental colectivo, el tribunal debe 

ordenar la recomposición o reparación del ambiente, siempre que sea factible, a fin de pro-

curar restablecer el estado o situación preexistente de la forma más íntegra posible, y úni-

camente de forma excepcional y fundado en criterios técnico-científicos, puede ordenar la 

adopción de medidas alternativas o equivalentes en mayor beneficio del ambiente, siempre y 

cuando su costo sea considerablemente menor al de la recomposición. También existe la 

posibilidad del tribunal de imponer otras formas de reparación, cuando el daño no haya sido 

excesivo o el criterio técnico o científico recomiende, como solución idónea, la regeneración 

natural.103  

Cuando se solicite en la demanda la recomposición o reparación del ambiente, o la in-

demnización dineraria, independientemente de la prioridad con que se formulen, el tribunal 

deberá ordenar en sentencia la recomposición. Si no es posible, se impondrá la indemnización, 

de manera subsidiaria.104  

Si la condena es de hacer, y se impone al responsable el deber de reparar, por sí mismo 

y en forma integral el daño causado, la sentencia establecerá los mecanismos para controlar 

y verificar el cumplimiento de esa obligación, mientras que si el tribunal estima que el res-

ponsable no está capacitado para ello, técnica ni científicamente, podrá encomendar, a costa 

                                                           
98 Artículos 50 y 41 de la Constitución Política. 
99 Convenio de Minamata sobre el mercurio, Convenio sobre la Diversidad Biológica y Convenio de 

Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes. 
100 Artículo 22 del Código Civil; articulo 101 de Ley Orgánica del Ambiente; artículos 45, 53 y 54 de 

Ley Biodiversidad; numeral 151 Ley Aguas; artículo 98 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre: 

numeral 52 de la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos y numerales 45 y 46 de la Ley de 

Gestión Integral de Residuos, entre otros. 
101 Sentencia 675-2007 del 21 de setiembre de 2007 de la Sala Primera; resolución 437-2022 del 22 

de abril de 2022 de la Sala Tercera; voto 15449-2021 de la Sala Constitucional; entre otros. 
102 Artículo 284 del Código Procesal Agrario. 
103 Artículo 285 del Código Procesal Agrario. 
104 Artículo 286 del Código Procesal Agrario. 
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de esta, la ejecución específica a cargo de una tercera persona pública, privada u otras or-

ganizaciones civiles que sí lo estén.105  

Los montos derivados de una condena indemnizatoria, en lo concerniente al daño am-

biental, se otorgarán en beneficio de la colectividad, a favor del Estado y se ordenará su 

depósito en la Caja Única del Estado, en una cuenta cliente especial creada al efecto, cuyo 

titular será el ente público designado por el tribunal, quien deberá destinar la indemnización 

tomando en cuenta las indicaciones realizadas por el tribunal en la sentencia sobre la repa-

ración y restauración in natura de la afectación concreta; de no ser posible, se deberán des-

tinar a la protección, preservación, restauración o mejoramiento en general de bienes, re-

cursos, servicios o ecosistemas, iguales o equivalentes a los afectados.106  

La sentencia que impone una condena por daño ambiental colectivo debe indicar cuáles 

serán los órganos de fiscalización encargados de controlar que se cumpla efectivamente lo 

ordenado, para prevenir, proteger o restaurar los daños al ambiente, siendo que el órgano 

ejecutor podrá requerir periódicamente informes de los avances en la ejecución.107  

El citado Código señala que, tratándose de daños ambientales individuales, sea aquellos 

derivados de afectaciones ambientales colectivas y que inciden directamente sobre el patri-

monio de la persona afectada, la sentencia otorgará indemnización a su favor. 108 

Por otra parte, respecto al estándar de contar con mecanismos de sistematización y 

difusión de las decisiones judiciales y administrativas el documento denominado Principios 
Jurídicos Medioambientales para el desarrollo ecológicamente sostenible,109 el cual identifica 

y sistematiza los principios internacionales de protección del ambiente reconocidos por ins-

trumentos internacionales y por la jurisprudencia nacional y comparada sobre la materia y 

que fue aprobado por la Corte Plena de Costa Rica en 2020,110 a través de su Principio 15, 

dispone que el Poder Judicial debe difundir sus políticas ambientales, el trabajo de los jueces 

y el contenido de sus decisiones en materia ambiental, informando a los ciudadanos y rin-

diendo cuentas a la sociedad sobre la actividad judicial en materia medioambiental, y tratán-

dose de decisiones judiciales ambientales relevantes, estas deben ser difundidas por los me-

dios de comunicación, siendo interpretadas y explicadas en términos que permitan la com-

prensión de los laicos y público en general. 

                                                           
105 Artículo 285 del Código Procesal Agrario. 
106 Artículo 289 del Código Procesal Agrario. 
107 Artículo 290 del Código Procesal Agrario. 
108 Artículo 288 del Código Procesal Agrario. 
109 Elaborado en el año 2018 durante la XIX Edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana realizada en 

Quito Ecuador por parte de la Comisión Iberoamericana de Justicia Medioambiental en conjunto con el 

Instituto Judicial Global del Ambiente, la Comisión Mundial de Derecho Ambiental de la Unión Interna-

cional para la Conservación de la Naturaleza y los embajadores de Buena Voluntad de la Organización 

de Estados Americanos. Este documento ha sido citado en resoluciones emitidas por la Sala Tercera 

(voto 437-2022 del 22 de abril de 2022) y Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia (resolución 

912-2023 del 21 de junio de 2023). Disponible en: https://ambiental.poder-judicial.go.cr/images/Do     

cumentos/OT_52146_Libro_Principios_Juridicos_Medioambientales_para_un_Desarrollo_Ecologicame    

nte_Sostenible.pdf (Consultado 24 de junio de 2023) 
110 Sesión de Corte Plena No. 28-2020 del 25 de mayo del año 2020, Art. XIX. 
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Cabe destacar que, en el mes de junio del 2023, el Poder Judicial lanzó la primera edición 

de la Revista Ambiental, la cual recopila las principales resoluciones, acuerdos y circulares 

emitidas por Corte Plena, Salas de la Corte, Consejo Superior y Tribunales de Justicia durante 

el periodo 2020-2022.  

Respecto a los tres mecanismos aquí analizados, el mayor desafío será dotar a la con-

tencioso-administrativo, de un procedimiento especializado que contemple normas procesa-

les sobre tipos de condenas, recomposición, indemnización, ejecución, fiscalización y difusión 

de sentencias ambientales. 

 

4.7. Mecanismos de resolución alternativa de conflictos ambientales en asuntos ambientales, 
tales como la mediación, la conciliación y otros que permitan prevenir o solucionar dichas 
controversias111 

En el proceso ambiental la conciliación, la transacción, el arbitraje y cualquier otro medio 

alternativo de solución de conflictos, deben ser utilizados como instrumentos de paz social 

con la finalidad de satisfacer y asegurar el interés púbico ambiental.112  

En todos los casos, el juzgador debe impulsar una actitud conciliadora, evitar el agra-

vamiento de la contención de las partes, y encontrar solución satisfactoria a sus requeri-

mientos, sin violentar los derechos indisponibles.113  

La Administración Pública y las demás instituciones de derecho público deberían estar 

facultadas para conciliar, transar, someter a arbitraje y utilizar otros medios alternativos de 

solución de conflictos, siempre que no se contraríen normas de orden público.114 

En Costa Rica, los mecanismos de resolución alternativa de conflictos en materia am-

biental pueden ser utilizados tanto a nivel administrativo como jurisdiccional, de conformidad 

con la Ley de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social115 y las reglas 

previstas al efecto por cada una de las jurisdicciones con competencias ambientales. 

La Procuraduría General de la República, a través del Dictamen No. C-219-2009,116 

desarrolló ampliamente los requisitos de la conciliación en materia ambiental para la Admi-

nistración Pública, llegando a las siguientes conclusiones: 

- Tanto la Administración centralizada como la descentralizada, incluyendo las munici-
palidades, cuentan con la potestad para conciliar, incluso en materia ambiental. 

- Es posible conciliar diferencias patrimoniales de naturaleza disponible y que no vaya 
en contra de lo dispuesto por el ordenamiento jurídico. 

                                                           
111 Artículo 8.7 del Acuerdo de Escazú. 
112 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 149. 
113 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 150. 
114 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 151. 
115 Ley 7727 del 09 de diciembre de 1997, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Nor-

mativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=26393&nValor3=27926&str-

TipM=FN (Consultado 21 de junio de 2023). 
116 Disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Pronunciamiento/pro_ficha.aspx     

?param1=PRD&param6=1&nDictamen=15984&strTipM=T (Consultado 24 de junio de 2023). 
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- En las conciliaciones en materia ambiental (cuando se trate de bienes ambientales 
demaniales) el titular del resarcimiento es el Estado. 

- Los recursos producto de las conciliaciones deben ingresar a Caja Única del Estado 
(por medio de una cuenta cliente creada al efecto) debiendo indicarse en el acuerdo 
conciliatorio la finalidad ambiental a que debe destinarse, así como el órgano o entidad 
pública responsable de darle el destino señalado, así como su control y fiscalización.  

Por su parte, la Política de Persecución Penal de los delitos ambientales (Circular 01-

PPP-2020) del Ministerio Público de Costa Rica, desarrolla las políticas aplicables por parte 

de las fiscalías en materia de medidas alternativas como salidas alternas al conflicto penal, 

entre ellas, la conciliación en delitos ambientales. 

El documento titulado Principios Jurídicos Medioambientales para el desarrollo ecoló-
gicamente sostenible, mencionado en el apartado anterior, en su Principio 13: Difusión, In-
formación y Participación en los medios de Resolución Alternativa de Conflictos, dispone que: 

- Se deberá promover la adecuada difusión de la existencia y características de estos 
medios, entre las personas y los grupos de población que resulten potenciales usuarios, 
cuando la normativa vigente permita su utilización.  

- Cualquier persona o grupo de personas que participe en la resolución de un conflicto 
ambiental, mediante la utilización de alguno de los medios alternativos, deberá ser previa-
mente informada, sobre su contenido, forma y efectos.  

- Se promoverá la adopción de medidas específicas que permitan la participación de 
personas o grupos de personas en el mecanismo elegido de resolución alternativa de con-
flictos, tales como la asistencia de profesionales o la participación de intérpretes, financiados 
por el titular del proyecto.  

- La actividad de resolución alternativa de conflictos deberá llevarse a cabo en un am-
biente seguro y adecuado a las circunstancias de las personas que participen. 

En la práctica, la jurisdicción penal y la vía administrativa del Tribunal Ambiental Ad-

ministrativo son las dos instancias donde mejor se han implementado los mecanismos de 

resolución alternativa de conflictos ambientales. 

El principal desafío en esta materia será lograr la difusión, sostenida y recurrente, entre 

la población en general y los operadores jurídicos, de los mecanismos previstos por el orde-

namiento jurídico de resolución alternativa de conflictos aplicables a las controversias am-

bientales.  

 

4.8. Medidas para facilitar el acceso a la justicia ambiental, especialmente de personas o 
grupos en estado de vulnerabilidad117 

Es primordial facilitar el acceso a la justicia a personas o grupos en estado de vulnerabilidad 

sin que la condición económica constituya un obstáculo o barrera que dificulte o impida su 

acceso a la justicia. 118 

                                                           
117 Artículo 8.5 del Acuerdo de Escazú. 
118 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 20. 
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El Acuerdo de Escazú entiende por personas o grupos en situación de vulnerabilidad: 

aquellas personas o grupos que encuentran especiales dificultades para ejercer con plenitud 

los derechos de acceso reconocidos en el Acuerdo, por las circunstancias o condiciones que 

se entiendan en el contexto nacional de cada Parte y de conformidad con sus obligaciones 

internacionales.119 

Por su parte, la Corte Interamericana en la Opinión Consultiva OC-23/17, párrafo 67, 

dispuso respecto a grupos especialmente vulnerables a las afectaciones ambientales lo si-

guiente:  

“Distintos órganos de derechos humanos han reconocido como grupos especialmente 
vulnerables a los daños ambientales a los pueblos indígenas, a los niños y niñas, a las 
personas viviendo en situación de extrema pobreza, a las minorías, a las personas con 
discapacidad, entre otros, así como han reconocido el impacto diferenciado que tiene 
sobre las mujeres. Asimismo, entre estos grupos especialmente vulnerables a la degra-
dación del medio ambiente, se encuentran las comunidades que dependen, económica-
mente o para su supervivencia, fundamentalmente de los recursos ambientales, sea el 
medio marino, las áreas forestales o los dominios fluviales, o porque debido a su ubi-
cación geográfica corren un peligro especial de afectación en casos de daños ambien-
tales, tales como las comunidades costeñas y de islas pequeñas. En muchos casos, la 
especial vulnerabilidad de estos grupos ha ocasionado su reubicación o desplazamiento 
interno”. 

Por ello, las instituciones procesales como la condena en costas y el patrocinio letrado 

obligatorio, estructurarse de tal manera que los aspectos socioeconómicos y culturales no 

tiendan a alejar de los tribunales a los interesados, o bien, los fuerce a transar o negociar 

con la contraparte más fuerte económicamente, sino que les garantice sus derechos de ac-

cionar en defensa de sus intereses.120 

A raíz de lo anterior, la asistencia técnica y legal gratuita y especializada, a favor de 

aquellos grupos en desventaja, se constituye en un mecanismo ideal para facilitar su acceso 

a la justicia ambiental. 

La gratuidad procesal también implica el litigio con exención de toda clase de costos 

procesales, sin obligación de aportar copias, rendir garantías o depósitos de dinero, así como, 

ante sentencias desestimatorias, implica la exoneración de costas a la parte vencida litigante 

de buena fe en defensa del interés público ambiental.121  

A los grupos en desventaja se les debe suministrar, además, canales apropiados en 

términos lingüísticos, culturales, económicos, espaciales y temporales; y asistencia en caso 

de dificultad de leer y escribir.122 

El documento titulado Principios Jurídicos Medioambientales para el desarrollo ecoló-
gicamente sostenible, en el Principio 15 Acceso a la Información Ambiental, en materia de 

comunicación con las poblaciones vulnerables, dispone que los Jueces y el Poder Judicial 

                                                           
119 Artículo 2.e del Acuerdo de Escazú. 
120 Artículo 8, incisos 4 y 5 del Acuerdo de Escazú. 
121 Peña Chacón, M, González Ballar, R, Op.cit. 238. 
122 Artículo 8.5 del Acuerdo de Escazú. 
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deben prestar especial atención a la comunicación de las actuaciones judiciales relevantes a 

poblaciones vulnerables, o que por algún motivo pueden tener dificultad en conocer o com-

prender la información difundida o el tenor de las decisiones proferidas. Al respecto esta-

blece:  

a) Se deben adoptar medidas y políticas de comunicación para que las informaciones y 
noticias sean accesibles para todos los ciudadanos, incluso para aquellas poblaciones 
vulnerables o para ciudadanos en situación de vulnerabilidad individual, económica y 
social.  

b) Siempre que sea posible, las comunidades interesadas o alcanzadas deberán estar 
informadas y ser escuchadas por el juez en cuestiones ambientales que estén a sus 
cuidados.  

c) En caso de ser necesario y conveniente, el juez podrá realizar audiencias públicas 
junto a aquellas comunidades, o adoptar otras formas de recabar informaciones y opi-
niones de las personas y comunidades alcanzadas.  

d) Las poblaciones hipo-suficientes deben recibir un trato específico, permitiendo que 
comprendan, se informen, se escuchen, participen y puedan influenciar en los procesos 
judiciales que les interese o puedan afectar.  

e) En materia ambiental, los jueces deben dedicar especial atención a la información y 
a la comunicación con las sociedades tradicionales velando por que las diferencias de 
costumbres o de lenguajes no causen desvíos en la búsqueda de la decisión más justa y 
adecuada en cuestiones que involucren aquellas comunidades, y buscando los medios 
más idóneos y eficaces para la comunicación de decisiones judiciales para aquellas po-
blaciones.  

f) La fundamentación de las decisiones contribuye a que generaciones futuras conozcan 
los motivos de decisión del juez en el pasado, principalmente en lo que respecta a las 
opciones disponibles en la época y a las elecciones que fueron hechas en el presente y 
que repercutirán en el futuro. 

A la vez, el Principio 70 Pleno Reconocimiento de los grupos vulnerables en materia 
ambiental, reconoce que las mujeres, las poblaciones indígenas y sus comunidades, los jóve-

nes, minorías en desventaja racial o étnica, el adulto mayor y otros grupos tradicionalmente 

marginados desempeñan un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el 

desarrollo, y por ello, es imprescindible contar con su plena participación para lograr el desa-

rrollo sostenible. 

Por su parte, el Principio 14 Medios de Resolución de Conflictos dentro de los grupos 
vulnerables y otros grupos relevantes de la sociedad, enuncia que, de acuerdo a los instru-

mentos internacionales vigentes en la materia, se deberán promover las formas propias de 

justicia en la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de los grupos vulnerables, pro-

piciando la armonización de los sistemas de justicia existentes, basados en los principios de 

respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales de Derechos Humanos; y 

para aquellos supuestos de resolución de conflictos por grupos relevantes de la sociedad, 

tales como: juntas vecinales, organizaciones gubernamentales y no gubernamentales de di-

ferentes áreas, empresas, comunidades y pueblos originarios, entre otras, deberán aplicarse 
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las reglas que le sean pertinentes, resultando igualmente conveniente abordar los temas re-

lativos al peritaje cultural y al derecho a expresarse en el propio idioma. 

Ahora bien, el ordenamiento jurídico costarricense otorga defensa pública gratuita es-

pecializada a sectores de la población especialmente vulnerables, como son las mujeres, los 

niños y los ancianos en materia de familia, así como a los no habientes en materia penal, 

laboral y agraria, con el fin de que puedan contar con un representante de sus intereses 

patrimoniales y colectivos. 

Tratándose específicamente de pueblos indígenas, la Ley de Acceso a la Justicia de los 

Pueblos Indígenas de Costa Rica123 prevé un acceso a la justicia con apego a la realidad 

cultural y cosmovisión (condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales); trato digno; de-

recho a la información sobre sus derechos y obligaciones; prioridad en la resolución y aten-

ción de casos; aplicación del derecho internacional y mecanismos de resolución alternativa 

de conflictos; derecho a una persona intérprete y traductora costeada por el Estado; asis-

tencia letrada gratuita y especializada en procesos judiciales, así como gratuidad en el costo 

de las pruebas y pericias, incluyendo los peritajes culturales. 

A la vez, la Ley de Regulación del Derecho de Petición,124 en su artículo 5, dispone que 

los miembros de comunidades autóctonas o indígenas tendrán derecho a recibir asistencia de 

la Defensoría de los Habitantes o de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas para formular 

sus peticiones en idioma español, y a recibir y obtener pronta respuesta. 

El Poder Judicial cuenta con Políticas Institucionales específicas para el acceso a la 

justicia de las siguientes personas y poblaciones vulnerables: afrodescendientes; pueblos 

indígenas; personas en situación de discapacidad; adultos mayores; migrantes y refugiados; 

niños, niñas y adolescentes y diversidad sexual.125  

A pesar de lo anterior, Costa Rica aún no ha implementado políticas, protocolos de 

actuación interinstitucionales, ni normas especiales para personas defensoras de derechos 

humanos, que les asegure un entorno propicio y seguro para el desarrollo de sus actividades, 

los proteja de la violencia o agresiones y les garantice un acceso efectivo a la justicia y 

demás derechos de acceso. 

 

CONCLUSIONES  

Una vez expuestos los estándares mínimos del derecho de acceso a la justicia ambiental 

desarrollados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Acuerdo de Escazú, es 

posible afirmar que, en su gran mayoría, el derecho interno costarricense los prevé y se 

ajusta a ellos.  

                                                           
123 Ley 9593 del 24 de julio de 2018, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Norma-

tiva/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=87319&nValor3=113704&str-

TipM=FN (Consultado 24 de junio de 2023). 
124 Ley 9097 del 26 de octubre de 2012, disponible en: http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Nor-

mativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=74427&nValor3=91901&str-

TipM=FN (Consultado 24 de junio de 2023). 
125 Disponible en: https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos-de-interes/po-

liticas-de-acceso (Consultado 25 de junio de 2023). 
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Sin embargo, su implementación y efectivo cumplimiento plantea una serie de desafíos 

para el derecho ambiental sustantivo y procesal costarricense, entre ellos los siguientes: 

A mediano plazo, se hace necesario la creación de una jurisdicción ambiental especia-
lizada, mientras que, a corto, la promulgación de un procedimiento propio y de una 
sección especializada dentro de la jurisdicción contencioso-administrativa para atender 
exclusivamente la materia ambiental. 

La Sala Constitucional debe establecer criterios objetivos y claros para la delimitación 
de sus competencias ambientales en relación con la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa. 

Tratándose de la tutela de bienes ambientales de dominio público, corresponderá a la 
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia delimitar las competencias (concurrentes 
o excluyentes) entre las jurisdicciones agraria, contenciosa administrativa y civil. 

En aquellas jurisdicciones donde la regla general es el patrocinio letrado, ampliar la 
asistencia técnica y jurídica gratuita a través de la Defensa Pública, para aquellos litigios 
que tengan como finalidad la tutela del interés público ambiental.  

Flexibilizar la regla procesal de la condena en costas personales y procesales para la 
parte vencida litigante de buena fe en procesos a favor de la protección de los bienes 
comunes ambientales. 

Difundir y posicionar entre la población en general y los operadores jurídicos los me-
canismos de resolución alternativa de conflictos en materia ambiental. 

Implementar políticas, protocolos de actuación interinstitucionales y normas especiales 
para personas defensoras de derechos humanos, que les asegure un entorno propicio y 
seguro para el desarrollo de sus actividades y les garantice un acceso efectivo a la 
justicia y demás derechos de acceso. 
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